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Pliego de cláusulas administrativas particulares para la contratación de suministros, 

modelo tipo, mediante procedimiento abierto y financiado con fondos del Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
 

 

I. Cláusulas generales del contrato. 

 

1. Objeto del contrato.  

2. Régimen jurídico del contrato. 

3. Procedimiento de adjudicación y forma de tramitación del expediente. 

4. Necesidad e idoneidad del contrato y eficiencia en la contratación 

5. Valor estimado del contrato. 

6. Presupuesto de licitación 

7. Precio del contrato. 

8. Existencia de crédito. 

9. Plazo de duración o ejecución del contrato. 

10. Perfil de contratante.  

 

II. Licitación, adjudicación y ejecución del contrato. 

 

11. Capacidad y solvencia del empresario para contratar. 

11.1. Aptitud y capacidad. 

11.2. Solvencia. 

12. Garantía provisional. 

13. Criterios de adjudicación y desempate. 

13.1. Criterios. 

13.2. Desempate. 

13.3. Mejoras. 

13.4. Subasta electrónica 

14. Licitación. Presentación de proposiciones. 

14.1. Presentación de solicitudes medios electrónicos. 

14.2. Plazo de presentación de las proposiciones. 

14.3. Acceso a los pliegos  e  información adicional. 

14.4. Confidencialidad. 

15. Contenido de las proposiciones 

15.1. Sobre o archivo electrónico a. Título: documentación administrativa. 

15.2. Sobre o archivo electrónico b. Título: documentación relativa a criterios 

evaluables mediante juicio de valor. 

15.3. Sobre o archivo electrónico c. Título: oferta económica y documentación 

relativa a criterios evaluables mediante fórmulas. 

15.4. Referencias técnicas. 

15.5. Variantes. 

16. . Mesa de contratación 

17. Examen de las proposiciones, propuesta de adjudicación y publicidad 

18. Examen y calificación de la documentación contenida en el sobre  o archivo electrónico 

a. 

19. Valoración de las ofertas documentación contenida en los  sobres b y c. 

20. Ofertas anormalmente bajas 

21. Presentación de documentación con carácter previo a la adjudicación. 

22. Garantía definitiva 
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23. Garantía complementaria 

24. Decisión de no adjudicar o celebrar el contrato y desistimiento del procedimiento de 

adjudicación 

25. Adjudicación del contrato. 

26. Sucesión en el procedimiento. 

27. Formalización del contrato 

27.1. Formalización 

27.2. Anuncio de formalización 

28. Entrega de bienes. 

29. Pago del precio 

29.1. Derecho del abono 

29.2. Abonos a cuenta 

29.3. Entrega de otros bienes como parte del pago. 

29.4. Presentación y requisitos de la factura electrónica, aprobación de los 

documentos que acreditan la conformidad. 

29.5. Cobro con confirming. 

29.6. Cesión del derecho de cobro. 

30. Revisión de precios 

31. Obligaciones laborales, sociales y económicas del contratista. 

32. Obligaciones esenciales o especiales de ejecución. 

33. Información sobre las condiciones de subrogación en contratos de trabajo.  

34. Subcontratación. 

35. Cesión del contrato. 

36. Penalidades por incumplimientos de obligaciones contractuales. 

36.1. Incumplimiento parcial o defectuoso. 

36.2. Demora en la ejecución. 

36.3. Ampliación del plazo por motivos no imputables al contratista. 

36.4. Daños y perjuicios. 

36.5. Imposición delas penalidades. 

37. Obligaciones, gastos e impuestos exigibles al contratista 

38. Protección de datos de carácter personal. 

39. Responsable del contrato. 

40. Ejecución del contrato 

41. Principio de riesgo y ventura 

42. Responsabilidad del contratista por daños y perjuicios  

43. Seguros. 

44. Facultades la administración en el proceso de fabricación. 

45. Programa de trabajo. 

46. Modificación del contrato. 

46.1. Modificaciones previstas. 

46.2. Modificaciones no previstas. 

47. Suspensión del contrato. 

 

III. Extinción del contrato. 

 

48. Cumplimiento del contrato, gastos de entrega y recepción del contrato. 

49. Plazo de garantía vicios y defectos.  

50. Devolución de garantía y liquidación del contrato. 

51. Resolución del contrato 
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IV. Prerrogativas de la administración, jurisdicción y recursos. 

 

52. Prerrogativas de la administración 

53. Jurisdicción competente 

54. Recurso especial en materia de contratación.  
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RELACIÓN DE ANEXOS. 

 

• ANEXO I. Declaración responsable de que la empresa cumple las condiciones 

establecidas legalmente para contratar con la Administración previstas en el 

artículo.140.1 LCSP  Documento europeo único de contratación (DEUC). 

• ANEXO II. Modelo de declaración de relación de empresas pertenecientes al mismo 

grupo. 

• ANEXO III. Modelo de declaración de compromiso de constitución en Unión 

Temporal de Empresas (UTE). 

• ANEXO IV Declaración de confidencialidad. 

• ANEXO V Empresas Extranjeras: Declaración de sometimiento a la Jurisdicción de 

los Juzgados y Tribunales españoles para las empresas extranjeras 

• ANEXO VI-A. Proposición Económica. 

• ANEXO VI-B. Proposición Económica (UTEs). 

• ANEXO VII-A. Modelos de constitución de garantía. Modelo de aval (Garantía 

Provisional). 

• ANEXO VII-B. Modelos de constitución de garantía. Modelo de certificado de seguro 

de caución (Garantía Provisional). 

• ANEXO VIII-A. Modelos de constitución de garantía. Modelo de aval (Garantía 

Definitiva). 

• ANEXO VIII-B. Modelos de constitución de garantía. Modelo de certificado de 

seguro de caución (Garantía Definitiva). 

• ANEXO IX. Prevención de riesgos laborales. 

• ANEXO X. Medidas de seguridad aplicables en el tratamiento de datos de carácter 

personal. 

• ANEXO XI-A. Datos de la Empresa. 

• ANEXO XI-B. Datos de la Unión Temporal de Empresas (UTE). 

• ANEXO XII  

o Modelo de declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI), 

ANEXO XII-A. 

o Modelo de declaración responsable de cesión y tratamiento de datos en 

relación con la ejecución de actuaciones del Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia, ANEXO XII-B. 

o Modelo de declaración responsable de compromiso de cumplimiento de los 

principios transversales en relación con la ejecución de actuaciones del Plan 

de Recuperación, Transformación y Resiliencia, ANEXO XII-C. 
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I.  Cláusulas generales del contrato. 

 

1 Objeto del contrato. 

 

 El contrato a que se refiere el presente Pliego tiene por objeto la realización del 

suministro designado en el apartado 2 del Cuadro Resumen de Características. 

 Las especificaciones técnicas de los bienes quedan descritas de forma expresa en el 

Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares. 

  En aquellos casos en que se prevea la contratación de suministros por lotes 

diferenciados entre sí, la concurrencia a los mismos, la adjudicación y la contratación se 

podrá realizar por separado.  

 Los licitadores podrán optar a un lote, a varios o a todos ellos, salvo que se establezca 

en el apartado 2 del Cuadro de Características del Contrato un número máximo de lotes, bien 

para ofertar, o bien para ser adjudicatario por cada licitador. 

 Cuando, como consecuencia de la aplicación de los criterios de adjudicación, un 

licitador pueda resultar adjudicatario de un número de lotes que exceda el máximo indicado 

en el anuncio y en el Cuadro Resumen de Características del Contrato, serán de aplicación 

los criterios objetivos y no discriminatorios establecidos en el apartado 2 de dicho Cuadro. 

 A estos efectos en las uniones de empresarios serán éstas y no sus componentes las 

consideradas candidato o licitador. 

 De la misma manera, cuando el apartado 2 del Cuadro Resumen de Características del 

Contrato permita que pueda adjudicarse más de un lote al mismo licitador, se podrá adjudicar 

a una oferta integradora en las condiciones señaladas en el citado apartado del mismo. 

 El suministro incluye la distribución, montaje, instalación y puesta en marcha, en 

caso de ser necesario, de los bienes objeto de esta contratación, de conformidad con los 

lugares de entrega  que se especifican en el apartado 7 del Cuadro Resumen de 

Características. 

 

2 Régimen jurídico del contrato. 

El presente contrato es de carácter administrativo, y se regirá por lo establecido en este 

Pliego en el que se incluyen los pactos y condiciones definitorias de los derechos y 

obligaciones que asumirán el órgano de contratación, ofertantes y adjudicatarios, y por el 

Pliego de Prescripciones Técnicas donde se recogerán las principales características técnicas 

que ha de reunir el objeto del contrato, y para lo no previsto en los mismos, serán de 

aplicación la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (B.O.E. nº 

272, de 9 de noviembre), por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 

Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 

febrero de 2014 (en adelante LCSP); el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el 

que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones 

Públicas, en cuanto no se oponga a lo establecido en la LCSP 2017; el Real Decreto 

817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de 

octubre, de Contratos del Sector Público; por la normativa autonómica de desarrollo en 

materia de contratos, la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre (B.O.E. de 24 de 

diciembre) de Universidades y los Estatutos de esta Universidad, aprobados por Decreto 

231/2011, de 12 de julio (B.O.J.A. nº 147, de 28 de julio), aplicándose  supletoriamente 

las restantes normas estatales sobre contratación que no tengan carácter básico, y las 

restantes normas  de Derecho Administrativo y, en defecto de éste último, serán de 

aplicación las normas del Derecho Privado. 
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A estos contratos les resultan de aplicación, además de las normas generales sobre 

contratación pública, el Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo 

de 12 de febrero de 2021 por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y 

Resiliencia, el Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban 

medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución 

del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, la Orden HFP/1030/2021, de 29 

de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia; la Orden HFP/1031/2021, de 29 de septiembre,  por la que se 

establece el procedimiento y formato de la información a proporcionar por las Entidades del 

Sector Público Estatal, Autonómico y Local para el seguimiento del cumplimiento de hitos 

y objetivos y de ejecución presupuestaria y contable de las medidas de los componentes del 

Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, la Disposición adicional centésima 

décima segunda de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del 

Estado para el año 2023, la Orden HFP/55/2023, de 24 de enero, relativa al análisis 

sistemático del riesgo de conflicto de interés en los procedimientos que ejecutan el Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia, la Orden TED/408/2023, de 24 de abril, por la 

que se modifica la Orden TED/1014/2021, de 20 de septiembre, por la que se aprueban las 

bases reguladoras para la concesión de subvenciones de la Fundación Biodiversidad, F.S.P., 

a grandes proyectos transformadores de índole científico-técnica para la promoción de la 

bioeconomía y la contribución a la transición ecológica, en el marco del Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia y se aprueba la convocatoria correspondiente 

al año 2021, y se efectúa la convocatoria correspondiente al año 2023 y cuantas normas de 

desarrollo se aprueben.  

También será de aplicación las medidas antifraude y anticorrupción previstas en el  Plan 

antifraude de la Universidad de Granada aprobado por el Consejo de Gobierno el 31 de 

enero de 2022. El plan antifraude de la UGR dispone de un procedimiento para abordar 

conflictos de intereses y fraudes. 

 El Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, el de Prescripciones Técnicas y 

demás documentos anexos, revestirán carácter contractual. El contrato se ajustará al 

contenido del presente pliego, cuyas cláusulas se considerarán parte integrante del mismo. 

 En caso de discordancia entre el presente Pliego y cualquiera del resto de los 

documentos contractuales, prevalecerá el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, 

en el que se contienen los derechos y obligaciones que asumirán las partes del contrato. 

 El desconocimiento del presente pliego, del contrato, de sus documentos anexos, o de 

las instrucciones o normas de toda índole aprobadas por la Administración, que puedan ser 

de aplicación en la ejecución de lo pactado, no eximirá al contratista de la obligación de su 

cumplimiento. 

 Los documentos contractuales se entenderán modificados por las mejores condiciones 

de ejecución contenidas en la oferta del adjudicatario. 

 

3 Procedimiento de adjudicación y forma de tramitación del expediente. 

 El contrato se encuentra  No sujeto a regulación armonizada  como así se hace 

constar en el apartado 3 del Cuadro Resumen de Características del Contrato, de 

conformidad con lo señalado en los artículos 21  y 19 de la LCSP 2017. 

 El contrato se adjudicará mediante procedimiento abierto conforme a los artículos 

156 a 158 de la LCSP 2017, y se tramitará de acuerdo con lo señalado en el citado apartado 

3, de modo que, cuando la tramitación sea de urgencia, se aplicarán las especialidades y 

plazos previstos en el artículo 50 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el 
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que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y 

para la ejecución del PRTR y en lo no previsto en este por el artículo 119 de la LCSP 2017. 

 En este tipo de procedimiento estará prohibida toda negociación de los términos del 

contrato con los licitadores. 

Cuando conforme al apartado 14 del Cuadro Resumen de Características del Contrato 

se admita la presentación de variantes, porque en la adjudicación se tengan en cuenta 

criterios distintos del precio, éstas se deberán acomodar a los requisitos mínimos, 

modalidades, características, elementos, condiciones en las que queda autorizada su 

presentación señaladas en dicho apartado, teniendo en cuenta que las precisiones de las 

variantes que se puedan admitir podrán hacer referencia a las funcionalidades y/o las 

necesidades que en él se concretan, como señala el artículo 142 de la LCSP 2017. 

 

4 Necesidad e idoneidad del contrato y eficiencia en la contratación. 

En la documentación preparatoria del presente contrato se justifican, conforme a lo 

señalado en el artículo 28 de la LCSP 2017 los fines institucionales, la naturaleza y 

extensión de las necesidades administrativas a satisfacer mediante el mismo, la idoneidad 

de su objeto y contenido para satisfacerlas, así como los factores de todo orden tenidos 

en cuenta. 

 

5 Valor estimado del contrato 

El valor estimado del contrato es el importe total, sin incluir el Impuesto sobre el 

Valor Añadido, pagadero según sus estimaciones. Incluye, además de los costes derivados 

de la aplicación de las normativas laborales vigentes, otros costes que se deriven de la 

ejecución material de los servicios, los gastos generales de estructura y el beneficio 

industrial. Asimismo deberán tenerse en cuenta: 

a) Cualquier forma de opción eventual y las eventuales prórrogas del contrato. 

b) Cuando se haya previsto abonar primas o efectuar pagos a los candidatos o licitadores, 

la cuantía de los mismos. 

c) En el caso de que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 204, se haya previsto 

en el pliego de cláusulas administrativas particulares o en el anuncio de licitación la 

posibilidad de que el contrato sea modificado, se considerará valor estimado del 

contrato el importe máximo que este pueda alcanzar, teniendo en cuenta la totalidad 

de las modificaciones al alza previstas. 

d) Cuando la obtención de unos suministros destinados a usos idénticos o similares 

pueda dar lugar a la adjudicación simultánea de contratos por lotes separados, se 

deberá tener en cuenta el valor global estimado de la totalidad de dichos lotes. 

En el apartado 4 del Cuadro de Características del Contrato, se señalará el método 

utilizado para cálculo y que en tal apartado se explicita.  

Cuando se trata de contratos que tengan un carácter de periodicidad, o de contratos 

que se deban renovar en un período de tiempo determinado, se tomará como base para el 

cálculo del valor estimado del contrato alguna de las siguientes cantidades: 

a) El valor real total de los contratos sucesivos similares adjudicados durante el ejercicio 

precedente o durante los doce meses previos, ajustado, cuando sea posible, en función 

de los cambios de cantidad o valor previstos para los doce meses posteriores al 

contrato inicial. 

b) El valor estimado total de los contratos sucesivos adjudicados durante los doce meses 

siguientes a la primera entrega o en el transcurso del ejercicio, si este fuera superior a 

doce meses. 

 

6 Presupuesto de licitación. 
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 El presupuesto base de licitación que opera como límite máximo de gasto que en virtud 

del contrato puede comprometer la Universidad de Granada, incluido el Impuesto sobre el 

Valor Añadido, que se indica como partida independiente, conforme a lo señalado en el 

artículo 100.1 de la LCSP 2017, asciende a la cantidad expresada en el apartado 4 del Cuadro 

Resumen de Características del Contrato, e incluye los costes directos e indirectos y otros 

eventuales gastos precisos para su ejecución, y además, cuando el coste de los salarios de 

las personas empleadas para su ejecución formen parte del precio total del contrato, indica 

de forma desglosada y con desagregación de género y categoría profesional los costes 

salariales estimados a partir del convenio laboral de referencia 

 En el supuesto de división en lotes se indicará el presupuesto de licitación de cada uno 

de ellos en el apartado 4 del Cuadro Resumen de Características, con su correspondiente 

desglose de IVA. 

 En caso de que el valor estimado del contrato, calculado conforme a las previsiones 

del artículo 101 de la LCSP, no coincida con el presupuesto de licitación, se hará constar 

tal circunstancia en el apartado 4 del Cuadro Resumen de Características, motivándolo. 

 En aquellos contratos de suministros en los que el empresario se obligue a entregar 

una pluralidad de bienes de forma sucesiva y por precio unitario sin que la cuantía total se 

defina con exactitud al tiempo de celebrar el contrato por estar subordinadas las entregas a 

las necesidades del adquirente, según establece el artículo 16.a) de la LCSP, el límite 

máximo del gasto que puede suponer el contrato para la Universidad de Granada se fija en 

la cuantía citada como presupuesto licitación en el apartado 4 del Cuadro Resumen de 

Características.  

 El número de unidades a adquirir podrá aumentarse con respecto a las indicadas en 

el objeto del contrato, apartado 2 del Cuadro Resumen de Características, caso de 

obtenerse un precio inferior al presupuesto de licitación como consecuencia de la baja 

ofrecida por los licitadores, hasta agotar dicho presupuesto. 

 

7 Precio del contrato. 

El precio del contrato será el que resulte de la adjudicación del mismo e indicará como 

partida independiente el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

En el apartado 4 del Cuadro Resumen de Características se indicará igualmente el 

sistema de determinación del precio, que podrá estar referido tanto en términos de precios 

unitarios referidos a los distintos componentes de la prestación o a las unidades de la 

misma que se entreguen o ejecuten, como en términos de precios aplicables a tanto alzado 

a la totalidad o a parte de las prestaciones del contrato. 

 

8 Existencia de crédito. 

 Existe el crédito preciso para atender las obligaciones económicas que se deriven para 

la Universidad del cumplimiento de este contrato, con cargo a las aplicaciones 

presupuestarias y anualidades que figuran en el apartado 4 del Cuadro Resumen de 

Características. 

 En el supuesto de que el presupuesto se financie con Fondos Europeos, constará 

en el apartado 4 del Cuadro Resumen de Características que se trata del «Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia - Financiado por la Unión Europea – 

NextGenerationEU». 

 El contrato estará sujeto a los controles de la Comisión Europea, la Oficina de Lucha 

Antifraude, el Tribunal de Cuentas Europeo y la Fiscalía Europea. Estos órganos tendrán 

derecho al acceso de la información sobre el contrato.   

 El  contratista vendrá obligado a la conservación de la documentación, de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 132 del Reglamento Financiero Reglamento (UE, Euratom) 
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2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas 

financieras aplicables al presupuesto general de la Unión, que dispone que los perceptores 

mantendrán un registro y conservarán los documentos justificativos, los datos estadísticos y 

demás documentación concerniente a la financiación, así como los registros y documentos 

en formato electrónico, durante un período de cinco años a partir del pago del saldo o, a falta 

de dicho pago, de la operación. Este período será de tres años si la financiación es de un 

importe inferior o igual a 60.000 euros. 

 

 

9 Plazo de duración o ejecución del contrato. 

 El plazo de duración o ejecución del contrato, así como los plazos parciales que, en 

su caso, pudieran establecerse, serán los fijados en el apartado 7 del Cuadro Resumen de 

Características, y comenzará a contar a partir de la fecha que se establezca a este efecto en 

el contrato. El contratista está obligado a cumplir el contrato dentro del plazo total fijado 

para la realización del mismo, así como de los plazos parciales señalados para su ejecución 

sucesiva 

 El contrato podrá prever una o varias prórrogas siempre que sus características 

permanezcan inalterables durante el período de duración de éstas y que la concurrencia para 

su adjudicación haya sido realizada teniendo en cuenta la duración máxima del contrato, 

incluidos los períodos de prórroga, que conforme al art. 29 de la LCSP, no podrá superar los 

cinco años. La prórroga se acordará por el órgano de contratación y será obligatoria para el 

empresario, siempre que el preaviso se produzca al menos con dos meses de antelación a la 

finalización del plazo de duración del contrato, salvo que en el apartado 7 del Cuadro 

Resumen de Características se establezca un plazo mayor. 

 Cuando estuviere prevista la posibilidad de prórroga así como su alcance, ésta vendrá 

determinada expresamente en el apartado 7 del Cuadro Resumen de Características 

 En ningún caso podrá producirse la prórroga por el consentimiento tácito de las partes. 

 Cuando al vencimiento del contrato no se hubiera formalizado el nuevo contrato que 

garantice la continuidad de la prestación a realizar por el contratista como consecuencia de 

incidencias resultantes de acontecimientos imprevisibles para el órgano de contratación 

producidas en el procedimiento de adjudicación y existan razones de interés público para no 

interrumpir la prestación, se podrá prorrogar el contrato originario hasta que comience la 

ejecución del nuevo contrato y en todo caso por un periodo máximo de nueve meses, sin 

modificar las restantes condiciones del contrato, siempre que el anuncio de licitación del 

nuevo contrato se haya publicado con una antelación mínima de tres meses respecto de la 

fecha de finalización del contrato originario. 

 

10 Perfil de contratante.   

 Conforme al artículo 63 de la LCSP 2017 y con el fin de asegurar la transparencia y 

el acceso público a la información relativa a la actividad contractual de la Universidad de 

Granada, se facilita a través del Perfil de Contratante de la misma toda la información 

relativa a su actividad contractual, incluyendo los anuncios relativos al presente contrato, el 

presente pliego y toda la información relativa a los contratos exigida por LCSP. 

 El acceso público al perfil de contratante se efectuará a través de la página Web del 

órgano de contratación, indicada en el apartado 1 del Cuadro Resumen de Características 

del presente pliego. 

 

II. Licitación y adjudicación del contrato 

 

11 Capacidad y solvencia del empresario para contratar.   
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11.1 Aptitud y capacidad.  

 Están facultadas para contratar las personas naturales o jurídicas, españolas o 

extranjeras, que tengan plena capacidad de obrar, no estén incursas en alguna de las 

prohibiciones de contratar que señala el artículo 71 de la LCSP, y en su caso acrediten su 

solvencia económica y financiera y técnica o profesional o, en los casos en que sea exigible, 

o se encuentren debidamente clasificadas. 

 Cuando, por así determinarlo la normativa aplicable, se le requirieran al contratista 

determinados requisitos relativos a su organización, destino de sus beneficios, sistema de 

financiación u otros para poder participar en el correspondiente procedimiento de 

adjudicación, estos deberán ser acreditados por el licitador al concurrir en el mismo. 

 Asimismo, deberán contar con la habilitación empresarial o profesional que, en su 

caso, sea exigible para la realización de la actividad o prestación que constituya el objeto del 

contrato. 

 Las personas jurídicas sólo podrán ser adjudicatarias de contratos cuyas prestaciones 

estén comprendidas dentro de los fines, objeto o ámbito de actividad que, a tenor de sus 

propios estatutos o reglas fundacionales, les sean propios. 

 Para las empresas comunitarias y no comunitarias, se estará a lo dispuesto en los 

artículos 67 y 68 de la LCSP, respectivamente. 

 Podrán contratar con el sector público las uniones de empresarios que se constituyan 

temporalmente al efecto conforme al artículo 69 de la LCSP 2017, sin perjuicio de las 

facultades de la Mesa de Contratación cuando existan indicios de colusión. Los empresarios 

que concurran agrupados en uniones temporales quedarán obligados solidariamente, y 

deberán nombrar un representante o apoderado único de la unión con poderes bastantes para 

ejercitar los derechos y cumplir las obligaciones que del contrato se deriven hasta la 

extinción del mismo, sin perjuicio de la existencia de poderes mancomunados que puedan 

otorgar para cobros y pagos de cuantía significativa. Los empresarios que deseen concurrir 

integrados en una unión temporal, deberán indicar los nombres y circunstancias de los que 

la constituyan y la participación de cada uno, así como que asumen el compromiso de 

constituirse formalmente en unión temporal en caso de resultar adjudicatarios del contrato, 

ya que no es necesaria la formalización de la misma en escritura pública hasta que se haya 

efectuado la adjudicación a su favor. 

 La Universidad de Granada adoptará las medidas adecuadas para garantizar que la 

participación en la licitación de las empresas que hubieran participado previamente en la 

elaboración de las especificaciones técnicas o de los documentos preparatorios del contrato 

o hubieran asesorado al órgano de contratación durante la preparación del procedimiento de 

contratación, no falsee la competencia. Entre tales medidas podrá llegar a establecerse que 

las citadas empresas, y las empresas a ellas vinculadas, puedan ser excluidas, cuando no 

haya otro medio de garantizar el cumplimiento del principio de igualdad de trato 

 

11.2 Solvencia.  

 Para celebrar contratos, los empresarios deberán acreditar estar en posesión de las 

condiciones mínimas de solvencia económica y financiera y profesional o técnica de 

conformidad con lo previsto en los artículos 86, 87 y 89 de la LCSP 2017, que se señalan  

en el apartado 9 del Cuadro Resumen de Características.  

 Los licitadores estarán exentos de los requisitos de acreditación de la solvencia 

económica y financiera y de acreditación de la solvencia profesional o técnica para los 

contratos de suministros cuyo valor estimado no exceda de 35.000 euros, salvo que en el 

citado apartado 9 del Cuadro Resumen de Características se establezca de modo expreso 

su exigencia (artículo 11.5 del Real Decreto 773/2015, de 28 de agosto, por el que se 
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modifican determinados preceptos del Reglamento General de la Ley de Contratos de las 

Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre). 

 Para acreditar la solvencia necesaria el empresario podrá basarse en la solvencia y 

medios de otras entidades, conforme al artículo 75 de la LCSP, independientemente de la 

naturaleza jurídica de los vínculos que tenga con ellas, siempre que demuestre que, durante 

toda la duración de la ejecución del contrato dispondrá efectivamente de esa solvencia y 

medios, y la entidad a la que recurra no esté incursa en una prohibición de contratar. 

 En las mismas condiciones, los empresarios que concurran agrupados en las uniones 

temporales podrán recurrir a las capacidades de entidades ajenas a la unión temporal. 

 Para ello la empresa que desee recurrir a las capacidades de otras entidades, 

demostrará que va a disponer de los recursos necesarios mediante la presentación a tal efecto 

del compromiso por escrito de dichas entidades, compromiso que se presentará por el 

licitador que hubiera presentado la mejor oferta de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 150 de la LCSP 2017, previo requerimiento a tal efecto. 

 En caso de que el referido certificado sea aceptado por el órgano de contratación, la 

Administración podrá exigir en vía administrativa el cumplimiento por la empresa 

prestataria de la solvencia de aquello a lo que se comprometió con la empresa contratista. 

 Cuando así se determine en el apartado 22 (sobre subcontratación) del Cuadro 

Resumen de Características del Contrato, deberán ejecutarse directamente por el propio 

licitador los trabajos que en él se señalan y si así se recoge especificar en la oferta, los 

nombres y la cualificación profesional del personal responsable de ejecutar la prestación, 

debiendo comprometerse a dedicar o adscribir a la ejecución del contrato los medios 

personales o materiales suficientes para ello. 

 Dicho compromiso de dedicación o adscripción de los medios personales o materiales 

suficientes para la ejecución del contrato tendrá carácter de obligación esencial a los efectos 

de ser considerado como causa de resolución del contrato o de imposición de penalidades 

por incumplimiento parcial o cumplimiento defectuoso. 

En los contratos de suministro que requieran obras de colocación o instalación, la 

prestación de servicios o la ejecución de obras, la capacidad de los operadores 

económicos para prestar dichos servicios o ejecutar dicha instalación u obras podrá 

evaluarse teniendo en cuenta especialmente sus conocimientos técnicos, eficacia, 

experiencia y fiabilidad. 

 

Solvencia económica y financiera debe acreditarse por uno o varios de los medios 

siguientes, cuya concreción se realizará en el apartado 9 del Cuadro Resumen de 

Características: 

a) Volumen anual de negocios, o bien volumen anual de negocios en el ámbito al que se 

refiera el contrato, referido al mejor ejercicio dentro de los tres últimos disponibles 

en función de las fechas de constitución o de inicio de actividades del empresario y 

de presentación de las ofertas por importe igual o superior al exigido en el anuncio de 

licitación. El volumen de negocios mínimo anual exigido no excederá de una vez y 

media el valor estimado del contrato, excepto en casos debidamente justificados como 

los relacionados con los riesgos especiales vinculados a la naturaleza de las obras, los 

servicios o los suministros. La Universidad de Granada indicará las principales 

razones de la imposición de dicho requisito. Cuando un contrato se divida en lotes, el 

presente criterio se aplicará en relación con cada uno de los lotes. No obstante, se 

podrá establecer el volumen de negocios mínimo anual exigido a los licitadores por 

referencia a grupos de lotes en caso de que al adjudicatario se le adjudiquen varios 

lotes que deban ejecutarse al mismo tiempo. 
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b) En los casos en que resulte apropiado, justificante de la existencia de un seguro de 

responsabilidad civil por riesgos profesionales por importe igual o superior al exigido 

en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los 

pliegos del contrato o, en su defecto, al establecido reglamentariamente. 

c) Patrimonio neto, o bien ratio entre activos y pasivos, al cierre del último ejercicio 

económico para el que esté vencida la obligación de aprobación de cuentas anuales 

por importe igual o superior al exigido en el anuncio de licitación y en los pliegos del 

contrato o, en su defecto, al establecido reglamentariamente. La ratio entre activo y 

pasivo podrá tenerse en cuenta si se especifica en el Cuadro Resumen de 

Características los métodos y criterios que se utilizarán para valorar este dato. Estos 

métodos y criterios deberán ser transparentes, objetivos y no discriminatorios. 

Como medio adicional a los previstos en las letras anteriores se podrá exigir que el 

periodo medio de pago a proveedores del empresario, siempre que se trate de una 

sociedad que no pueda presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada, no supere 

el límite que a estos efectos se establezca por Orden del Ministro de Hacienda y 

Función Pública teniendo en cuenta la normativa sobre morosidad. 

 

La acreditación documental de la suficiencia de la solvencia económica y 

financiera del empresario se efectuará mediante la aportación de los certificados y 

documentos que para cada caso se determinen reglamentariamente, de entre los 

siguientes: certificación bancaria, póliza o certificado de seguro por riesgos profesionales, 

cuentas anuales y declaración del empresario indicando el volumen de negocios global 

de la empresa.  

En todo caso, la inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas 

Clasificadas del Sector Público acreditará, a tenor de lo en él reflejado y salvo 

prueba en contrario, las condiciones de solvencia económica y financiera del 

empresario. 

Para los contratos no sujetos al requisito de clasificación, cuando en el apartado 9 

Cuadro Resumen de Características no se concreten los criterios y requisitos mínimos 

para su acreditación los licitadores o candidatos acreditarán su solvencia económica y 

financiera con los siguientes criterios, requisitos mínimos y medios de acreditación: 

El criterio para la acreditación de la solvencia económica y financiera será el volumen 

anual de negocios del licitador o candidato, que referido al año de mayor volumen de 

negocio de los tres últimos concluidos, deberá ser al menos una vez y media el valor 

estimado del contrato cuando su duración no sea superior a un año, y al menos una vez y 

media el valor anual medio del contrato si su duración es superior a un año. 

El volumen anual de negocios del licitador o candidato se acreditará por medio de sus 

cuentas anuales aprobadas y depositadas en el Registro Mercantil, si el empresario 

estuviera inscrito en dicho registro, y en caso contrario por las depositadas en el registro 

oficial en que deba estar inscrito. Los empresarios individuales no inscritos en el Registro 

Mercantil acreditarán su volumen anual de negocios mediante sus libros de inventarios y 

cuentas anuales legalizados por el Registro Mercantil. 

 

Solvencia técnica debe acreditarse por uno o varios de los medios siguientes, cuya 

concreción se realizará en el apartado 9 del Cuadro Resumen de Características: 

a) Una relación de los principales suministros realizados de igual o similar naturaleza 

que los que constituyen el objeto del contrato en el curso de como máximo, los tres 

últimos años, en la que se indique el importe, la fecha y el destinatario, público o 

privado de los mismos; cuando sea necesario para garantizar un nivel adecuado de 

competencia, podrá indicarse que se tendrán en cuenta las pruebas de los suministros 
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pertinentes efectuados más de tres años antes. Cuando le sea requerido por el Servicio 

de Contratación y Gestión Patrimonial, los suministros efectuados se acreditarán 

mediante certificados expedidos o visados por el órgano competente, cuando el 

destinatario sea una entidad del sector público; cuando el destinatario sea un sujeto 

privado, mediante un certificado expedido por este o, a falta de este certificado, 

mediante una declaración del empresario acompañado de los documentos obrantes en 

poder del mismo que acrediten la realización de la prestación; en su caso estos 

certificados serán comunicados directamente al órgano de contratación por la 

autoridad competente. 

Para determinar que un suministro es de igual o similar naturaleza al que 

constituye el objeto del contrato, el pliego de cláusulas administrativas particulares 

podrá acudir además de al CPV, a otros sistemas de clasificación de actividades o 

productos como el Código normalizado de productos y servicios de las Naciones 

Unidas (UNSPSC), a la Clasificación central de productos (CPC) o a la Clasificación 

Nacional de Actividades Económicas (CNAE), que en todo caso se garantizará la 

competencia efectiva para la adjudicación del contrato. En defecto de previsión en el 

pliego se atenderá a los tres primeros dígitos de los respectivos códigos de la CPV. 

b) Indicación del personal técnico o unidades técnicas, integradas o no en la empresa, de 

los que se disponga para la ejecución del contrato, especialmente los encargados del 

control de calidad. 

c) Descripción de las instalaciones técnicas, de las medidas empleadas para garantizar 

la calidad y de los medios de estudio e investigación de la empresa. 

d) Control efectuado por la Universidad de Granada o, en su nombre, por un organismo 

oficial competente del Estado en el cual el empresario está establecido, siempre que 

medie acuerdo de dicho organismo, cuando los productos a suministrar sean 

complejos o cuando, excepcionalmente, deban responder a un fin particular. Este 

control versará sobre la capacidad de producción del empresario y, si fuera necesario, 

sobre los medios de estudio e investigación con que cuenta, así como sobre las 

medidas empleadas para controlar la calidad. 

e) Muestras, descripciones y fotografías de los productos a suministrar, cuya 

autenticidad pueda certificarse a petición de la entidad contratante. 

f) Certificados expedidos por los institutos o servicios oficiales encargados del control 

de calidad, de competencia reconocida, que acrediten la conformidad de productos 

perfectamente detallada mediante referencias a determinadas especificaciones o 

normas técnicas. 

g) Indicación de los sistemas de gestión de la cadena de suministro, incluidos los que 

garanticen el cumplimiento de las Convenciones fundamentales de la Organización 

Internacional del Trabajo, y de seguimiento que el empresario podrá aplicar al ejecutar 

el contrato. 

En  defecto de indicación en el apartado 9 Cuadro Resumen de Características, 

sobré la forma de la acreditación de la solvencia técnica, ésta  se efectuará mediante la 

relación de los principales suministros efectuados, en los tres últimos años, de igual o 

similar naturaleza que los que constituyen el objeto del contrato, cuyo importe anual 

acumulado en el año de mayor ejecución sea igual o superior al 70 por ciento de la 

anualidad media del contrato. 

La Mesa o el órgano de contratación podrá recabar del empresario aclaraciones sobre 

los certificados y documentos presentados, o requerirle para la presentación de otros 

complementarios. 

 

12 Garantía provisional 
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 Cuando excepcional y motivadamente en el expediente se exija la constitución de una 

garantía provisional, de conformidad con lo previsto en el artículo 106 de la LCSP 2017, su 

importe será el que figure en el apartado 8 del Cuadro Resumen de Características del 

Contrato, sin que su importe sea superior a un 3 por 100 del presupuesto base de licitación 

del contrato, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

 La garantía provisional se podrá prestar en cualquiera de las formas previstas en el 

apartado 1 del artículo 108 de la LCSP 2017 y habrá de depositarse en la Caja de Depósitos 

Provincial de la Comunidad Autónoma. 

 Cuando el contrato se haya dividido en lotes, la garantía provisional se fija atendiendo 

exclusivamente al importe de los lotes para los que el licitador vaya a presentar oferta y no 

en función del importe del presupuesto total del contrato. 

 La garantía provisional se extinguirá automáticamente y será devuelta a los licitadores 

inmediatamente después de la perfección del contrato. En todo caso, la garantía provisional 

se devolverá al licitador seleccionado como adjudicatario cuando haya constituido la 

garantía definitiva, pudiendo aplicar el importe de la garantía provisional a la definitiva o 

proceder a una nueva constitución de esta última. 

 

13 Criterios de adjudicación y desempate. 

13.1 Criterios.- La adjudicación de los contratos se realizará utilizando una pluralidad de 

criterios de adjudicación en base a la mejor relación calidad-precio,  que se evaluará con 

arreglo a criterios económicos y cualitativos.  

 La aplicación de más de un criterio de adjudicación procederá, salvo que los productos 

a adquirir estén perfectamente definidos y no sea posible variar los plazos de entrega ni 

introducir modificaciones de ninguna clase en el contrato, siendo por consiguiente el precio 

el único factor determinante de la adjudicación.  

 Para la adjudicación del contrato se tendrán en cuenta los criterios de adjudicación con 

la ponderación relativa de los mismos, en el orden decreciente de importancia que se les 

atribuye en el apartado 11  del Cuadro Resumen de Características del Contrato. 

 

13.2 Desempate.- Cuando tras la aplicación de los criterios de adjudicación, se produzca 

un empate entre dos o más ofertas, salvo que se establezca de manera diferente en el apartado 

11 del Cuadro Resumen de Características,  se aplicarán los criterios vinculados al objeto 

del contrato, y conforme al apartado 1 del artículo 147 de la LCSP 2017, el empate se 

resolverá, mediante la aplicación por orden de los siguientes criterios sociales, referidos al 

momento de finalizar el plazo de presentación de ofertas: 

1º. Mayor porcentaje de trabajadores con discapacidad o en situación de exclusión social en 

la plantilla de cada una de las empresas, primando en caso de igualdad, el mayor número 

de trabajadores fijos con discapacidad en plantilla, o el mayor número de personas 

trabajadoras en inclusión en la plantilla. 

2º. Menor porcentaje de contratos temporales en la plantilla de cada una de las empresas. 

3º. Mayor porcentaje de mujeres empleadas en la plantilla de cada una de las empresas. 

4º. El sorteo, en caso de que la aplicación de los anteriores criterios no hubiera dado lugar a 

desempate. 

 La documentación acreditativa de los criterios de desempate será aportada por los 

licitadores en el momento en que se produzca el empate, y no con carácter previo. 

 

13.3 Mejoras.- En el caso de que se establezcan las mejoras como criterio de adjudicación, 

estas deberán estar suficientemente especificadas. Se considerará que se cumple esta 

exigencia cuando se fijen, de manera ponderada, con concreción: los requisitos, límites, 
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modalidades y características de las mismas, así como su necesaria vinculación con el objeto 

del contrato. 

En los supuestos en que su valoración se efectúe mediante una cuantificación 

dependa de un juicio de valor corresponderá, no podrá asignársele una valoración superior 

al 2,5 por ciento. 

 Se entiende por mejoras, a estos efectos, las prestaciones adicionales a las que 

figuraban definidas en el proyecto y en el pliego de prescripciones técnicas, sin que aquellas 

puedan alterar la naturaleza de dichas prestaciones, ni del objeto del contrato. 

 Las mejoras propuestas por el adjudicatario pasarán a formar parte del contrato 

y no podrán ser objeto de modificación. 

 

13.4 Subasta electrónica. Cuando se especifique en el apartado 11 del Cuadro Resumen 

de Características, podrá emplearse la subasta electrónica para la adjudicación, siempre  que 

no se obstaculice, restrinja o falsee la competencia o que se vea modificado el objeto del 

contrato. No se utilizará en los contratos cuyo objeto tenga relación con la calidad 

alimentaria. 

 

14 Licitación. Presentación de proposiciones. 

 Las proposiciones de los interesados deberán ajustarse a los pliegos y documentación 

que rigen la licitación, y su presentación supone la aceptación incondicionada por el 

empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas o condiciones, sin salvedad o 

reserva alguna.  

 La presentación de la oferta lleva aparejada  la autorización a la mesa y al órgano de 

contratación para consultar los datos recogidos en el Registro Oficial de Licitadores y 

Empresas Clasificadas del Sector Público o en las listas oficiales de operadores económicos 

de un Estado miembro de la Unión Europea. 

 Las proposiciones serán secretas y se arbitrarán los medios que garanticen tal carácter 

hasta el momento de apertura de las proposiciones. 

 Cada licitador no podrá presentar más de una proposición, sin perjuicio de lo dispuesto 

en el artículo 142 de la LCSP 2017 sobre admisibilidad de variantes y si así se recoge en el 

apartado 14 del Cuadro Resumen de Características del Contrato, ni suscribir ninguna 

propuesta en unión temporal con otros si lo ha hecho individualmente o figurar en más de 

una unión temporal. La infracción de estas normas dará lugar a la no admisión de todas las 

propuestas por él suscritas. 

 En la proposición deberá indicarse, como partida independiente, el importe del 

Impuesto sobre el Valor Añadido que deba ser repercutido. 

 

14.1 Presentación de las proposiciones por medios electrónicos  a través de  la 

plataforma PLYCA utilizada por la Universidad de Granada. 

 Las proposiciones se presentarán en el plazo señalado en el anuncio de licitación 

publicado en el Perfil del Contratante. 

 La presentación de proposiciones se llevará a cabo utilizando medios electrónicos, de 

conformidad con los requisitos establecidos en la Disposición adicional decimoquinta de la 

LCSP 2017, salvo que concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado 3 de la 

citada Disposición adicional de la LCSP 2017  y así se señale en el apartado 13 del Cuadro 

Resumen de Características del Contrato. 

 A la información y las especificaciones técnicas necesarias para la presentación 

electrónica de las proposiciones se podrá acceder desde el Perfil de Contratante de la 

Universidad de Granada. Para poder participar en cualquier procedimiento de contratación 

como interesado, licitador, adjudicatario o contratista por medios telemáticos, deberá estar 
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dado de alta en la plataforma de contratación dela Universidad de Granada, accediendo con 

un certificado digital reconocido en la dirección http://econtra.ugr.es/licitacion/tramites.do. 

 Las empresas podrán consultar información sobre este procedimiento en el portal 

PLYCA soporte de empresas: http://www.nexus-it.es/soluciones/plyca/soporte-empresas/ 

 Cuando así se contemple en el apartado 13 del Cuadro Resumen de Características 

excepcionalmente las proposiciones se presentarán por medios no electrónicos, deberán 

remitirse mediante correo dirigido al Registro General Central de la Universidad de Granada 

(C/ Cuesta del Hospicio, s/n, 18071-Granada) dentro del plazo señalado en el anuncio de 

licitación. Por parte del Registro General Central se emitirá recibo al presentador, en el que 

constará el nombre del licitador, la denominación del objeto del contrato y el día y hora de 

la presentación. En tal caso el licitador además vendrá obligado a justificar la fecha de 

imposición del envío y anunciar su remisión, en el mismo día, al Servicio de Contratación y 

Gestión Patrimonial, en dicho envío consignará el número de expediente, título completo 

del contrato y nombre del licitador: 

• Mediante fax, adjuntando copia del resguardo de correos o mensajería (Fax nº 958 

244302). 

• Mediante telegrama, dirigido al Servicio de Contratación y Gestión Patrimonial (2ª 

planta del Edificio Administrativo, C/Santa Lucía, 8, 18071-GRANADA). 

• Mediante correo electrónico remitido a la siguiente dirección: scgp@ugr.es. en este 

supuesto el envío sólo será válido si existe constancia de la transmisión y recepción, de 

sus fechas y del contenido íntegro de las comunicaciones y se identifica fidedignamente 

al remitente y al destinatario. 

 Sin la concurrencia de ambos requisitos no será admitida la proposición si es recibida 

por el Órgano de contratación con posterioridad a la fecha de terminación del plazo señalado 

en el anuncio de licitación. A efectos de justificar que el envío por correo se hace dentro de 

la fecha y hora señaladas para la admisión de proposiciones, se admitirá como medio de 

prueba, que en el fax, telegrama o correo electrónico se haga referencia al número del 

certificado del envío hecho por correo. Transcurridos, no obstante, diez días siguientes a la 

indicada fecha sin haberse recibido la documentación, ésta no será admitida en ningún caso. 

 

14.2 Plazo presentación 

 Los plazos de presentación de las ofertas y solicitudes de participación teniendo en 

cuenta el tiempo que razonablemente pueda ser necesario para preparar aquellas, atendida la 

complejidad del contrato, y respetando, en todo caso, los plazos mínimos fijados en  la Ley. 

 El plazo para presentar las proposiciones  no será inferior a quince días, contados 

desde la fecha de envío del anuncio de licitación a la Oficina de Publicaciones de la Unión 

Europea. 

 Supuestos de reducciones del plazo general, contemplados en el artículo 156 de la 

LCSP 2017: 

a) Si la Universidad de Granada hubiese enviado un anuncio de información previa, el 

plazo general de presentación de proposiciones podrá reducirse a quince días, se señalará 

en el apartado 3  del Cuadro Resumen de Características. 

b) En supuestos en que el plazo ordinario sea impracticable por tratarse de una situación 

que se califique de urgente, que se señalarán en el apartado 3  del Cuadro Resumen de 

Características del Contrato se podrá fijar otro plazo que no será inferior a quince días 

contados desde la fecha del envío del anuncio de licitación. 

c) Si la presentación de ofertas es por medios electrónicos, podrá reducirse el plazo general 

de presentación de proposiciones en cinco días. 

 El plazo de presentación podrá ser ampliado cuando: 

mailto:scgp@ugr.es
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a) Cuando el Servicio de Contratación y Gestión Patrimonial u otro que intervenga no 

hubieran atendido el requerimiento de información que el interesado hubiera formulado 

con la debida antelación, de acuerdo con el apartado siguiente, salvo que la información 

solicitada tenga un carácter irrelevante. 

 La duración de la prórroga en todo caso será proporcional a la importancia de la 

información solicitada por el interesado. 

b) Cuando se produzcan modificaciones significativas en los pliegos de la contratación, en 

todo caso cuando afecte a: la clasificación requerida, el importe y plazo del contrato, las 

obligaciones del adjudicatario,  al cambio o variación del objeto del contrato.  

c) Cuando las proposiciones solo puedan realizarse después de una visita sobre el terreno 

o previa consulta «in situ» de la documentación que se adjunte al pliego, los plazos 

mínimos para la presentación de las ofertas y solicitudes de participación, se ampliarán 

de forma que todos los que interesados afectados puedan tener conocimiento de toda la 

información necesaria para preparar aquellas. 

 

14.3 Acceso a los pliegos  e  información adicional. 

 El acceso a los pliegos y demás documentación complementaria se ofrecerá por esta 

Universidad a través del perfil de contratante por medios electrónicos, acceso que será libre, 

directo, completo y gratuito, y que se efectuará desde la fecha de la publicación del anuncio 

de licitación. 

 Cuando excepcionalmente, en los casos que señala el apartado 2 del artículo 138 de la 

LCSP 2017 el acceso a los pliegos y demás documentación complementaria de la licitación 

se realice por medios no electrónicos (circunstancias técnicas que lo impidan o por razones 

de confidencialidad), lo que se hará constar en el apartado 3  del Cuadro Resumen  de 

Características del pliego, el anuncio de licitación advertirán de esta circunstancia; y el plazo 

de presentación de las proposiciones o de las solicitudes de participación se prolongará cinco 

días, salvo en el supuesto de tramitación urgente del expediente. 

 El órgano de contratación de la Universidad proporcionará a todos los interesados en 

el procedimiento de licitación, a más tardar 6 días antes de que finalice el plazo fijado para 

la presentación de ofertas, la información adicional sobre los pliegos y demás 

documentación complementaria que éstos soliciten, a condición de que la hubieren pedido 

al menos 12 días antes del transcurso del plazo de presentación de las proposiciones. En los 

expedientes que hayan sido calificados de urgentes, el plazo de seis días será de 4 días a más 

tardar antes de que finalice el citado plazo. Si así lo indica el citado apartado las respuestas 

tendrán carácter vinculante y se publicará en el perfil de contratante. 

 

14.4 Confidencialidad. 

 De acuerdo con el artículo 133 de la LCSP 2017 la  Universidad de Granada no 

divulgará la información facilitada por los empresarios que éstos hayan designado como 

confidencial en el momento de presentar su oferta. 

 El carácter de confidencial afecta, entre otros, a los secretos técnicos o comerciales, a 

los aspectos confidenciales de las ofertas y a cualesquiera otras informaciones cuyo 

contenido pueda ser utilizado para falsear la competencia, ya sea en ese procedimiento de 

licitación o en otros posteriores. 

 El deber de confidencialidad del órgano de contratación, así como de sus servicios 

dependientes no podrá extenderse a todo el contenido de la oferta del adjudicatario. 

 El deber de confidencialidad tampoco podrá impedir la divulgación pública de partes 

no confidenciales de los contratos celebrados, respetando en todo caso lo dispuesto en el 

Reglamento 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 relativo 

a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales 
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y a la libre circulación de estos datos (en adelante  RGPD) y Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 

diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal y garantía de los derechos digitales 

(LOPDGDD). 

 Los licitadores por su parte no podrán divulgar la información que con tal carácter 

confidencial se designe durante el plazo que se determine en el apartado 25 del Cuadro 

Resumen de Características del Contrato (artículo 133.2 de la LCSP 2017). 

 De no aportarse esta declaración se considerará que ningún documento o dato posee 

dicho carácter. El modelo de declaración figura como Anexo IV al presente pliego. 

 

15 Contenido de las proposiciones. 

 Los licitadores deberán presentar la proposición en los sobres o archivos electrónicos 

que luego se señalan, cerrados y firmados por el licitador o persona que lo representa 

haciendo constar en cada uno de ellos su respectivo contenido y el nombre del licitador. En 

el interior de cada sobre se hará constar en hoja independiente su contenido, ordenado 

numéricamente 

 Las empresas extranjeras que contraten en España presentarán la documentación 

traducida de forma oficial al castellano. 

 En la presentación de las proposiciones por medios electrónicos, deberá presentarse 

por los licitadores en sobre o archivo electrónico (A) que contenga la información a que se 

refiere el artículo 140 de la LCSP,  distinto al sobre o archivo electrónico que contenga la 

proposición (C), cuando, de conformidad con lo establecido en el artículo 145 de la LCSP 

se utilicen una pluralidad de criterios de adjudicación, los licitadores deberán presentar la 

proposición en dos sobres o archivos electrónicos: uno con la documentación que deba ser 

valorada conforme a los criterios cuya ponderación depende de un juicio de valor (B), y el 

otro con la documentación que deba ser valorada conforme a criterios cuantificables 

mediante la mera aplicación de fórmulas (C). 

 

15.1 Sobre o archivo electrónico A. Título: documentación administrativa 

 Contenido: 

 El Sobre A incluirá declaración responsable que se ajustará al formulario de 

documento europeo único de contratación (DEUC), y que se adjunta como Anexo I las 

instrucciones para la cumplimentación del DEUC, que deberá estar firmada y con la 

correspondiente identificación, en la que el licitador ponga de manifiesto: 

1º. Que la sociedad está válidamente constituida y que conforme a su objeto social puede 

presentarse a la licitación, así como que el firmante de la declaración ostenta la debida 

representación para la presentación de la proposición y de aquella. 

2º. Que cuenta con la correspondiente clasificación, en su caso, o que cumple los requisitos 

de solvencia económica, financiera y técnica o profesional exigidos, en las 

condiciones que establezca el pliego de conformidad con el formulario normalizado del 

documento europeo único de contratación. 

3º. Que no está incursa en prohibición de contratar por sí misma ni por extensión como 

consecuencia de la aplicación del artículo 71.3 de la LCSP 2017,  que establece que 

también están incursas en prohibición de contratar aquellas empresas de las que, por 

razón de las personas que las rigen o de otras circunstancias, pueda presumirse que son 

continuación o que derivan, por transformación, fusión o sucesión, de otras empresas en 

las que hubiesen concurrido aquellas. 

4º. La designación de una dirección de correo electrónico en que efectuar las notificaciones, 

que deberá ser «habilitada» de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional 

decimoquinta de la LCSP 2017, cuando el órgano de contratación haya optado por 
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realizar las notificaciones a través de la misma y así se haga constar en el apartado 3  del 

Cuadro Resumen de Características del Contrato. 

 Cuando el empresario recurra a la solvencia y medios de otras empresas de 

conformidad con el artículo 75 de la LCSP 2017, cada una de ellas deberá presentar una 

declaración responsable en la que figure la información pertinente para estos casos con 

arreglo al formulario normalizado del DEUC. 

 Cuando excepcionalmente se exija garantía provisional, el documento acreditativo de 

haberla constituido. 

 En todos los supuestos en que varios empresarios concurran agrupados en una unión 

temporal, se aportará una declaración responsable por cada empresa participante en la que 

figurará la información requerida en estos casos en el formulario del DEUC. Adicionalmente 

se aportará el compromiso de constituir la unión temporal por parte de los empresarios que 

sean parte de la misma, indicando los nombres y circunstancias de las empresas que la 

suscriben, el porcentaje de participación de cada uno de ellos. 

 Además de la declaración responsable las empresas extranjeras, en los casos en que 

el contrato vaya a ejecutarse en España, deberán aportar una declaración de sometimiento a 

la jurisdicción de los juzgados y tribunales españoles de cualquier orden, para todas las 

incidencias que de modo directo o indirecto pudieran surgir del contrato, con renuncia, en 

su caso, al fuero jurisdiccional extranjero que pudiera corresponder al licitante. 

 Cuando el apartado 2 del Cuadro Resumen de Características del Contrato prevea la 

división en lotes del objeto del contrato, si los requisitos de solvencia económica y financiera 

o técnica y profesional exigidos varían de un lote a otro, se aportará una declaración 

responsable por cada lote o grupo de lotes al que se apliquen los mismos requisitos de 

solvencia. 

 Cuando varias empresas de un mismo grupo presenten oferta, a los efectos de la 

aplicación de la regla prevista en el artículo 86.1 del RGLCAP, en relación con el párrafo 

tercero del artículo 149 de la LCSP, sobre ofertas anormalmente bajas, los licitadores 

deberán presentar declaración, según modelo que figura como Anexo II al presente pliego, 

de que se encuentra en alguno de los supuestos previstos en el artículo 42.1 del Código de 

Comercio y pertenece a un grupo de empresas con indicación de la relación de las empresas 

de dicho grupo que se presentan a licitación. 

 De conformidad con lo establecido en la cláusula 14.4,  los licitadores podrán 

presentar una declaración conforme al modelo que figura como Anexo IV al presente 

pliego, designando qué documentos administrativos y técnicos y datos presentados son, a su 

parecer, constitutivos de ser considerados confidenciales. 

 Cuando el apartado 13 del Cuadro resumen  de Características del Contrato exija la 

acreditación de otras circunstancias distintas de las que comprende el formulario del 

documento europeo único de contratación, el mismo indicará la forma de su acreditación. 

 El órgano o la mesa de contratación podrán pedir a los candidatos o licitadores que 

presenten la totalidad o una parte de los documentos justificativos, cuando consideren que 

existen dudas razonables sobre la vigencia o fiabilidad de la declaración, cuando resulte 

necesario para el buen desarrollo del procedimiento y, en todo caso, antes de adjudicar el 

contrato. 

 No obstante, cuando el empresario esté inscrito en el Registro Oficial de 

Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o figure en una base de datos 

nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, como un expediente virtual de 

la empresa, un sistema de almacenamiento electrónico de documentos o un sistema de 

precalificación, y éstos sean accesibles de modo gratuito para los citados órganos, no 

estará obligado a presentar los documentos justificativos u otra prueba documental de 

los datos inscritos en los referidos lugares. 
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 Las circunstancias relativas a la capacidad, solvencia y ausencia de prohibiciones de 

contratar a las que se refieren los apartados anteriores, deberán concurrir en la fecha final de 

presentación de ofertas y subsistir en el momento de perfección del contrato. 

 Al tratarse de contratos financiados por el Plan de recuperación, transformación y 

resiliencia (PRTR), el contratista deberá aportar la Declaración de ausencia de conflicto 

de interés (DACI), cuyo contenido mínimo recoge el anexo I de la Orden HFP/55/2023, de 

24 de enero, relativa al análisis sistemático del riesgo de conflicto de interés en los 

procedimientos que ejecutan el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia y que 

se adjunta modelo a este pliego en el Anexo XII-A.  

 A través de una herramienta informática referida en el artículo 4 de la Orden 

HFP/55/2023, se analizarán las posibles relaciones familiares o vinculaciones societarias, 

directas o indirectas, en las que pueda haber un interés personal o económico susceptible de 

provocar un conflicto de interés entre las personas indicadas en el artículo 3 de la Orden 

HFP/55/2023 y los participantes en cada procedimiento. A estos efectos, se considera 

vinculación societaria susceptible de generar un conflicto de interés cuando ésta suponga 

titularidad real, o relación de vinculación de tipo administrador, directivo, o pertenencia al 

consejo de administración de la empresa en cuestión.  

 Una vez realizado el análisis de riesgo regulado en la Orden HFP/55/2023, de 24 de 

enero, en el caso de que para el licitador no existan datos de titularidad real en la base de 

datos de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria Española (AEAT), y así se haya 

reflejado en el resultado del informe de análisis de riesgo de conflicto de intereses generado 

mediante la correspondiente bandera negra, entre otros supuestos, en el caso de determinadas 

entidades no residentes. 

 Cuando se trate de empresas extranjeras sobre las que la AEAT no disponga 

información, activará el protocolo de obtención de información que al afecto haya convenido 

con los organismos correspondientes, y en particular, con el Consejo General del Notariado.  

 En todo caso y simultáneamente, se habilita por la Orden HFP/55/2023 al órgano de 

contratación a solicitar a los participantes en los procedimientos, la información de su 

titularidad real. Esta información deberá aportarse al órgano de contratación en el plazo de 

cinco días hábiles desde que se formule la solicitud de información. La falta de entrega de 

dicha información en el plazo señalado será motivo de exclusión del procedimiento en el 

que esté participando. 

 Los datos, una vez recibidos, serán adecuadamente custodiados de acuerdo con la Ley 

Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 

derechos digitales. A través de la herramienta informática de la AEAT, se llevará a cabo un 

nuevo control ex ante del riesgo de conflicto de interés, indicando, en lugar del licitador, los 

titulares reales recuperados por el órgano de contratación. 

 Esta documentación también deberá ser presentada por las empresas a las que el 

licitador haya acudido para completar su solvencia.  

 En cuanto a los subcontratistas esa documentación deberá a portarse de acuerdo con 

lo previsto en el artículo 215 LCSP junto al resto de la documentación que exige este 

artículo. 

 

15.2 Sobre o archivo electrónico B. Título: documentación relativa a criterios 

evaluables mediante juicio de valor. 

 Contenido: 

 Cuando conforme al artículo 145 de la LCSP 2017 se utilicen una pluralidad de 

criterios de adjudicación, el sobre o archivo electrónico B los licitadores incluirán la 

documentación que deba ser valorada conforme a los criterios cuya ponderación depende de 

un juicio de valor. 
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 Cuando la totalidad de los criterios de adjudicación deban ser valorados conforme a 

criterios cuantificables mediante la mera aplicación de fórmulas, no se presentará Sobre o 

archivo electrónico B. 

 En ningún caso podrá incluirse, en este sobre o archivo electrónico B documentos 

propios del sobre o archivo electrónico C, siendo esto causa de exclusión.,  

 

15.3 Sobre o archivo electrónico C. Título: oferta económica y documentación relativa 

a criterios evaluables mediante fórmulas. 

 Contenido: 

 En este sobre o archivo electrónico C se incluirá la oferta económica y la restante 

documentación relativa a criterios evaluables mediante fórmulas. 

 La oferta económica, así como los criterios evaluables mediante fórmulas se realizarán 

conforme al modelo que se adjunta como Anexo VI de este Pliego. 

 La oferta económica se presentará en caracteres claros o escrita a máquina, de modo 

que serán excluidas aquéllas que tengan omisiones, errores o tachaduras que impidan 

conocer, claramente, lo que la Universidad estime fundamental para considerar la oferta. En 

caso de existir discordancia entre la cantidad consignada en cifra y en letra, prevalecerá esta 

última. 

 En el caso de que el presupuesto del procedimiento esté desglosado por lotes, los 

licitadores podrán optar por ofertar a la totalidad de los lotes o a un número determinado de 

ellos, pero en cualquier caso ofertarán la totalidad de los artículos y cantidades previstos en 

cada lote, en el orden que se indica en el mismo, desglosado por  precios unitarios, y por el 

importe total de cada lote ofertado. 

 No serán admitidas aquellas proposiciones cuyo importe sea superior al presupuesto 

de licitación. 

 

15.4 Referencias técnicas 

 Cuando conforme al pliego de prescripciones técnicas deban incluirse otros 

documentos en orden a permitir verificar que la proposición cumple con las 

especificaciones técnicas requeridas, pero que no sean objeto de valoración, ésta se 

incluirá en el sobre o archivo electrónico B cuando su presentación sea obligatoria, y en otro 

caso en el sobre o archivo electrónico C. 

Memoria del bien o de los bienes ofertados en cada uno de los lotes. Deberá consistir en una 

descripción del bien o de cada uno de los lotes ofertados (en el mismo orden en el que figuran 

en el pliego de prescripciones técnicas), en la que deberán hacer referencia, al menos, a la 

descripción de las características técnicas, estéticas y funcionales, así como la marca, el 

modelo del bien o de los lotes ofertados, incluyendo catálogo específico del material, si lo 

hubiera. 

 

15.5 Variantes. 

 Los licitadores podrán ofrecer variantes o alternativas a las prescripciones contenidas 

en los Pliegos por considerar que pueden convenir al objeto del contrato, si así se prevé en 

el apartado 14 del Cuadro Resumen de Características. 

La posibilidad de que los licitadores ofrezcan variantes se indicará en el anuncio de licitación 

del contrato precisando sobre qué elementos y en qué condiciones queda autorizada su 

presentación. 

 Cuando se haya previsto en el citado apartado, los licitadores podrán presentar más 

de una proposición, conforme a los elementos y condiciones que se determinen en el 

mismo. En este caso, presentarán, junto con la proposición económica normal, las demás 

proposiciones que correspondan a las distintas soluciones que aporten, haciendo constar 
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la justificación de cada una de ellas además de los datos exigidos en el modelo de 

proposición.   

 

16 Mesa de contratación. 

 La Mesa de contratación tendrá la composición recogida en el apartado 15 del Cuadro 

Resumen de Características, debiendo ajustarse a lo establecido en el artículo 326 de la 

LCSP. 

 Actuará como Secretario un funcionario del Servicio de Compras y Gestión 

Patrimonial. 

 La composición de la Mesa se publicará en el perfil de contratante. 

 

 La Declaración de Ausencia de Conflicto de Intereses (DACI) , conforme a lo previsto 

en la disposición adicional centésima décima segunda de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre 

y la Orden HFP/55/2023, de 24 de enero, relativa al análisis sistemático y automatizado del 

riesgo de conflicto de interés en los procedimientos que ejecutan el Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia, se llevará a cabo en cada procedimiento para las personas que 

realicen las siguientes funciones o asimilables que se denominan decisores de la operación: 

El titular del órgano de contratación,  miembros del órgano colegiado de asistencia al órgano 

de contratación que participen en los procedimientos de contratación en las fases de 

valoración de ofertas, propuesta de adjudicación y adjudicación del contrato. 

 La DACI se realizará, por una sola vez para cada licitación en la tramitación del 

expediente y se dejará constancia en el acta de la mesa de contratación, cuyo modelo se 

recoge en el Anexo I de la Orden HFP/55/2023 y que se incorpora al expediente en modelo 

Anexo XII-A adaptado para la Universidad de Granada. 

 Los técnicos que elaboren informes de valoración o asesoren a la mesa de contratación 

suscribirán la Declaración de Ausencia de Conflicto de Intereses (DACI). 

 

17 Examen de las proposiciones, propuesta de adjudicación y publicidad. 

 La Mesa de Contratación procederá a la apertura y examen de las proposiciones, 

formulando la correspondiente propuesta de adjudicación al órgano de contratación, una vez 

ponderados los criterios que deban aplicarse para efectuar la selección del adjudicatario. 

 La apertura de las proposiciones deberá efectuarse en el plazo máximo de veinte días 

contado desde la fecha de finalización del plazo para presentar las mismas. 

 Si la proposición se contiene en más de un sobre o archivo electrónico, que deban 

abrirse en varios actos independientes, el plazo máximo señalado se entenderá cumplido 

cuando se haya abierto, dentro del mismo, el primero de los sobres o archivos electrónicos 

que componen la proposición. 

 La apertura de la oferta económica se realizará en acto público, salvo cuando se prevea 

que en la licitación puedan emplearse medios electrónicos. 

 Cuando para la valoración de las proposiciones hayan de tenerse en cuenta criterios 

distintos al del precio, el órgano competente para ello podrá solicitar, antes de formular su 

propuesta, cuantos informes técnicos considere precisos. Igualmente, podrán solicitarse 

estos informes cuando sea necesario verificar que las ofertas cumplen con las 

especificaciones técnicas del pliego. 

 También se podrán requerir informes a las organizaciones sociales de usuarios 

destinatarios de la prestación, a las organizaciones representativas del ámbito de actividad 

al que corresponda el objeto del contrato, a las organizaciones sindicales, a las 

organizaciones que defiendan la igualdad de género y a otras organizaciones para la 

verificación de las consideraciones sociales y ambientales. 
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 La mesa de contratación clasificará, por orden decreciente, las proposiciones 

presentadas para posteriormente elevar la correspondiente propuesta al órgano de 

contratación, en el caso de que la clasificación se realice por la mesa de contratación. 

 Para realizar la citada clasificación, se atenderá a los criterios de adjudicación 

señalados en el pliego, pudiéndose solicitar para ello cuantos informes técnicos se estime 

pertinente.  

 Cuando el único criterio a considerar sea el precio, se entenderá que la mejor oferta es 

la que incorpora el precio más bajo. 

 La propuesta de adjudicación no crea derecho alguno en favor del licitador propuesto 

frente a la Universidad de Granada. No obstante, cuando el órgano de contratación no 

adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada deberá motivar su decisión. 

 Serán objeto de publicación en el Perfil del Contratante el número e identidad de los 

licitadores participantes en el procedimiento, así como todas las actas de la mesa de 

contratación relativas al procedimiento de adjudicación, el informe de valoración de los 

criterios de adjudicación cuantificables mediante un juicio de valor de cada una de las 

ofertas, en su caso, los informes sobre las ofertas incursas en presunción de anormalidad a 

que se refiere el artículo 149.4 de la LCSP 2017  y, en todo caso, la resolución de 

adjudicación del contrato. El perfil del contratante actuará como tablón de anuncios, sin 

perjuicio de la necesaria comunicación o notificación, según proceda, a los licitadores 

afectados. 

 Si algún licitador retira su proposición injustificadamente antes de la adjudicación se 

procederá a la incautación de la garantía provisional. Si no se hubiera constituido garantía 

provisional, la Administración le podrá imponer una penalización por el importe que se 

indique en el apartado 21 del Cuadro Resumen de Características, y que no podrá ser 

superior a un 3 por 100 del presupuesto base de licitación, excluido el IVA. 

 El acto de exclusión de un licitador podrá ser notificado a éste en el acto público que 

celebre la Mesa, si fuera posible por encontrarse algún representante de la empresa y, en su 

defecto, con arreglo a los restantes procedimientos establecidos en los artículos 40 y 

siguientes de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de 

las Administraciones Publicas. 

 De conformidad con la Disposición adicional decimoquinta de la LCSP, las 

notificaciones se podrán realizar mediante dirección electrónica habilitada o mediante 

comparecencia electrónica. Los plazos a contar desde la notificación se computarán desde 

la fecha de envío de la misma o del aviso de notificación, si fuera mediante comparecencia 

electrónica, siempre que el acto objeto de notificación se haya publicado el mismo día en el 

Perfil de contratante del órgano de contratación. En caso contrario los plazos se computarán 

desde la recepción de la notificación por el interesado. 

 El plazo para considerar rechazada la notificación electrónica, con los efectos 

previstos en el artículo 41.5 de la Ley 39/2015, será de diez días naturales computados desde 

que se tenga constancia de su puesta a disposición del interesado sin que se acceda a su 

contenido, salvo que de oficio o a instancia del destinatario se compruebe la imposibilidad 

técnica o material del acceso. 

 

18 Examen y calificación de la documentación contenida en el sobre  o archivo 

electrónico A. 

 La Mesa de Contratación, a través del su Secretario, calificará la documentación de 

la declaración responsable y demás documentación acreditativa del cumplimiento de los 

requisitos previos, recogida en el artículo 140 de la LCSP. 

 Cuando esta aprecie defectos subsanables, dará un plazo de tres días al empresario 

para que los corrija. 
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 De no se subsanar en plazo lo requerido, el órgano o la mesa de contratación entenderá 

que el licitador desiste de su oferta. 

 En todo caso, se entenderá como defecto no subsanable la falta de constitución de 

la garantía provisional, con anterioridad a la terminación del plazo de licitación, en el 

caso de que su constitución sea exigida. 

 La Mesa, una vez transcurrido el plazo de subsanación de defectos, determinará los 

que se admiten por haber subsanado dichos defectos, en su caso, y propondrá al órgano 

de contratación las empresas que definitivamente quedan excluidas de la licitación por no 

acreditar los requisitos establecidos en el pliego de cláusulas administrativas, con 

pronunciamiento expreso sobre las causas de su rechazo. 

 

19 Valoración de las ofertas documentación contenida en los  sobres B y C. 

 Los criterios de valoración para la determinación de la oferta con mejor relación 

calidad-precio serán los establecidos en el apartado 11 del Cuadro Resumen de 

Características. 

 La valoración de los criterios cuya cuantificación dependa de un juicio de valor 

corresponderá, en los casos en que proceda por tener atribuida una ponderación mayor 

que la correspondiente a los criterios evaluables de forma automática, bien al comité 

formado por expertos con cualificación apropiada, o al organismo técnico especializado, 

que, en su caso se recoja en apartado 15 del Cuadro Resumen de Características del 

Contrato, sin perjuicio de que la designación de sus miembros deba publicarse en el Perfil 

del Contratante. 

 La evaluación de las ofertas conforme a los criterios cuantificables mediante la mera 

aplicación de fórmulas se realizará tras efectuar previamente la de aquellos otros criterios 

en que no concurra esta circunstancia, dejándose constancia documental de ello. 

 La citada evaluación previa se hará pública en el acto en el que se proceda a la 

apertura del sobre que contenga los elementos de la oferta que se valoraran mediante la 

mera aplicación de fórmulas. 

 Cuando para la valoración de las proposiciones se tengan en cuenta criterios 

distintos al del precio, y para verificar que las ofertas cumplen con las especificaciones 

técnicas del pliego el órgano competente, podrá solicitar, antes de formular su propuesta, 

cuantos informes técnicos considere precisos. 

 Las Mesas de contratación podrán, asimismo, solicitar el asesoramiento de 

técnicos o expertos independientes con conocimientos acreditados en las materias 

relacionadas con el objeto del contrato. 

 Dicha asistencia será autorizada por el órgano de contratación y deberá ser reflejada 

expresamente en el expediente, con referencia a las identidades de los técnicos o expertos 

asistentes, su formación y su experiencia profesional. 

 El apartado 11 del Cuadro Resumen de Características del Contrato precisará, salvo 

cuando se tome en consideración el precio exclusivamente, la ponderación relativa 

atribuida a cada uno de los criterios de valoración, que podrá expresarse fijando una banda 

de valores con una amplitud máxima adecuada. 

 Igualmente señalará cuando el procedimiento de adjudicación se articule en varias 

fases, en cuales de ellas se irán aplicando los distintos criterios, estableciendo un umbral 

mínimo del 50 por ciento de la puntuación en el conjunto de los criterios cualitativos 

para continuar en el proceso selectivo. 

 Cuando, por razones objetivas debidamente justificadas, no sea posible ponderar 

los criterios elegidos, éstos se enumerarán por orden decreciente de importancia. 

 

20 Ofertas anormalmente bajas 
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Se considerarán incursas en presunción de anormalidad las ofertas que cumplan los 

parámetros objetivos que contempla el apartado 12 del Cuadro Resumen de 

Características del Contrato. 

Deberá tramitarse el procedimiento previsto en el artículo 149 de la LCSP 2017, en 

el que se solicitará el asesoramiento técnico del servicio correspondiente. 

En todo caso, los órganos de contratación rechazarán las ofertas si comprueban que 

son anormalmente bajas porque vulneran la normativa sobre subcontratación o no 

cumplen las obligaciones aplicables en materia medioambiental, social o laboral, nacional 

o internacional, incluyendo el incumplimiento de los convenios colectivos sectoriales 

vigentes. 

Se entenderá en todo caso que la justificación no explica satisfactoriamente el bajo 

nivel de los precios o costes propuestos por el licitador cuando ésta sea incompleta o se 

fundamente en hipótesis o prácticas inadecuadas desde el punto de vista técnico, jurídico 

o económico. 

En el caso de ofertas consideradas desproporcionadas o anormales anormalmente bajas, 

la falta de contestación a la solicitud de información a que se refiere el artículo 149 de la 

LCSP, o el reconocimiento por parte del licitador de que su proposición adolece de error o 

inconsistencia que la hagan inviable, tendrán la consideración de retirada injustificada de la 

proposición. 

Cuando la empresa que hubiese estado incursa en presunción de anormalidad hubiera 

resultado adjudicataria del contrato, el órgano de contratación velará por la adecuada 

ejecución del contrato, sin que se produzca una merma en la calidad de los suministros 

contratados. 

 

21 Presentación de documentación con carácter previo a la adjudicación 

 Una vez aceptada la propuesta de la mesa por el órgano de contratación, los 

servicios correspondientes requerirán al licitador que haya presentado la mejor oferta de 

conformidad con el artículo 150 de la LCSP 2017, para que, dentro del plazo de diez días 

hábiles, a contar desde el siguiente a aquel en que hubiera recibido el requerimiento, 

presente la documentación justificativa de las circunstancias reflejadas en la declaración 

responsable a las que se refiere el artículo 141 de la LCSP 2017. 

 Si así se exige en el apartado 20 del Cuadro Resumen de Características del 

Contrato deberá aportar el compromiso de dedicar o adscribir a la ejecución del contrato 

los medios personales o materiales suficientes para ello. 

 En caso de empate deberá aportar, igualmente la documentación acreditativa de los 

criterios de desempate, a los que se refiere  la cláusula 13.2 de este PCAP sobre 

desempate. 

 Los certificados podrán ser expedidos por medios electrónicos, informáticos o 

telemáticos, salvo que se establezca otra cosa en el apartado 13 del Cuadro Resumen de 

Características del Contrato. 

 De no cumplimentarse adecuadamente el requerimiento en el plazo señalado, se 

entenderá que el licitador ha retirado su oferta, procediéndose a exigirle el importe del 

3% del presupuesto base de licitación, IVA excluido, en concepto de penalidad, que se 

hará efectivo en primer lugar contra la garantía provisional, si se hubiera constituido,  si 

no se hubiera constituido garantía provisional, la Universidad le podrá imponer una 

penalización por el importe que se indique en el apartado 21 del Cuadro Resumen de 

Características, y que no podrá ser superior a un 3 por 100 del presupuesto base de licitación, 

excluido el IVA. Sin perjuicio de su consideración como causa de prohibición para 

contratar por no cumplimentar el requerimiento en plazo mediando dolo, culpa o 

negligencia. 
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 En tal supuesto, se procederá a recabar la misma documentación al licitador 

siguiente, por el orden en que hayan quedado clasificadas las ofertas. 

Al tratarse de contratos financiados por el Plan de recuperación, transformación y  

resiliencia (PRTR) , el contratista deberá aportar los compromisos de cumplimiento de 

los principios transversales establecidos en el PRTR y que pudieran afectar al ámbito 

objeto de gestión de acuerdo con el modelo del anexo IV.C de la Orden HAC/1030/2021, 

y la declaración de cesión y tratamiento de datos en relación con la ejecución de 

actuaciones del plan de recuperación, transformación y resiliencia (PRTR) cuyo modelo 

recoge el anexo IV.B de la Orden HAC/1030/2021 en el momento de la formalización y 

que se adjunta a este pliego en el Anexo XII de declaraciones múltiples. 

Esta documentación también deberá ser presentada por las empresas a las que el 

licitador haya acudido para completar su solvencia.  

En cuanto a los subcontratistas esa documentación deberá a portarse de acuerdo 

con lo previsto en el artículo 215 LCSP junto al resto de la documentación que exige este 

artículo. 

Esta obligación tiene el carácter de obligación esencial, a los efectos de lo previsto en 

la letra f) del apartado 1 del artículo 211 LCSP, por lo que su omisión previa a la 

formalización será causa de exclusión de la licitación. 

De acuerdo con lo indicado en el artículo 7 de la Orden HFP/55/2023, cuando el 

órgano de contratación requiera al licitador la información sobre la titularidad real de 

persona jurídica, éste deberá aportar en el plazo de 5 días hábiles desde la solicitud. La   

falta   de   entrega   de   dicha   información   en   el   plazo   señalado   será   motivo   de   

exclusión   del procedimiento. 

 

 El órgano de contratación adjudicará el contrato dentro de los cinco días hábiles 

siguientes a la recepción de la documentación. 

 

22 Garantía definitiva 

 El licitador que presente la oferta económicamente más ventajosa deberá constituir 

a disposición del órgano de contratación una garantía de un 5 por 100 del precio final 

ofertado por aquéllos, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido, salvo que se exima 

motivadamente de tal obligación en Apartado 8 del Cuadro Resumen de Características 

del Contrato lo que sucederá especialmente en el caso de bienes consumibles cuya 

entrega y recepción deba efectuarse antes del pago del precio. 

 En el caso de los contratos con precios provisionales, el porcentaje se calculará con 

referencia al precio máximo fijado excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

 Cuando el precio del contrato se formule en función de precios unitarios, el importe 

de la garantía a constituir se fijará atendiendo al presupuesto base de licitación, IVA 

excluido. 

 La garantía definitiva podrá prestarse en alguna o algunas de las formas previstas 

en el artículo 108 de la LCSP 2017. 

 La acreditación de la constitución de la garantía definitiva podrá hacerse mediante 

medios electrónicos. 

 La acreditación de la constitución de la garantía definitiva por el licitador que 

hubiera presentado la oferta económicamente más ventajosa deberá acreditar en el plazo 

conferido para la presentación de la documentación previa a la adjudicación. 

 De no cumplir este requisito por causas a él imputables, la Administración no 

efectuará la adjudicación a su favor, se entenderá que el licitador ha retirado su oferta, 

procediéndose a exigirle el importe del 3% del presupuesto base de licitación, IVA 

excluido, en concepto de penalidad. 
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 Cuando se hagan efectivas sobre la garantía definitiva las penalidades o 

indemnizaciones exigibles al contratista, este deberá reponer o ampliar aquélla, en la 

cuantía que corresponda, en el plazo de quince días desde la ejecución, incurriendo en 

caso contrario en causa de resolución. 

 Cuando, como consecuencia de una modificación del contrato, experimente 

variación el precio del mismo, deberá reajustarse la garantía, para que guarde la debida 

proporción con el nuevo precio modificado, en el plazo de quince días contados desde la 

fecha en que se notifique al empresario el acuerdo de modificación. 

 A estos efectos no se considerarán las variaciones de precio que se produzcan como 

consecuencia de la aprobación de la revisión de precios del contrato. 

 La garantía definitiva únicamente responderá de los conceptos a los que se refiere 

el artículo 110 de la LCSP 2017: 

a) De la obligación de formalizar el contrato en plazo, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 153. 

b) De las penalidades impuestas al contratista conforme al artículo 192 de la presente 

Ley. 

c) De la correcta ejecución de las prestaciones contempladas en el contrato incluidas las 

mejoras que ofertadas por el contratista hayan sido aceptadas por el órgano de 

contratación, de los gastos originados a la Administración por la demora del 

contratista en el cumplimiento de sus obligaciones, y de los daños y perjuicios 

ocasionados a la misma con motivo de la ejecución del contrato o por su 

incumplimiento, cuando no proceda su resolución. 

d) De la incautación que puede decretarse en los casos de resolución del contrato, de 

acuerdo con lo que en él o en esta Ley esté establecido. 

e) Además la garantía definitiva responderá de la inexistencia de vicios o defectos de los 

bienes construidos o suministrados durante el plazo de garantía que se haya previsto 

en el contrato. 

 

23 Garantía complementaria 

En casos especiales, el órgano de contratación si así se determina en el apartado 8 del 

Cuadro Resumen de Características del Contrato además de la garantía definitiva, se 

prestará una complementaria de hasta un 5 por 100 del precio final ofertado por el 

licitador que presentó la oferta económicamente más ventajosa, excluido el Impuesto 

sobre el Valor Añadido pudiendo alcanzar la garantía total un 10 por 100 del citado 

precio. Constituyen casos especiales aquellos contratos en los que, debido al riesgo que 

en virtud de ellos asume el órgano de contratación, por su especial naturaleza, régimen 

de pagos o condiciones del cumplimiento del contrato, resulte aconsejable incrementar el 

porcentaje de la garantía definitiva ordinaria a que se refiere el apartado anterior, lo que 

deberá acordarse mediante resolución motivada. 

 

24 Decisión de no adjudicar o celebrar el contrato y desistimiento del procedimiento 

de adjudicación 

Cuando el órgano de contratación desista del procedimiento de adjudicación o decida 

no adjudicar o celebrar el contrato cuando se haya efectuado la correspondiente 

convocatoria, lo notificará a los licitadores. 

La decisión de no adjudicar o celebrar el contrato o el desistimiento del procedimiento 

podrán acordarse por el órgano de contratación antes de la formalización, debiendo 

compensarse a los licitadores por los gastos en que hubiesen incurrido en la forma prevista 

en el anuncio y en el apartado 17 del Cuadro Resumen de Características del Contrato, o, 

en su defecto, de acuerdo con los criterios de valoración empleados para el cálculo de la 
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responsabilidad patrimonial de la Administración, a través de los trámites del 

procedimiento administrativo común. 

Sólo podrá adoptarse la decisión de no adjudicar o celebrar el contrato por razones de 

interés público debidamente justificadas en el expediente, en cuyo caso, no podrá 

promoverse una nueva licitación de su objeto en tanto subsistan las razones alegadas para 

fundamentar la decisión. 

El desistimiento del procedimiento debe estar fundado en una infracción no 

subsanable de las normas de preparación del contrato o de las reguladoras del 

procedimiento de adjudicación, debiendo justificarse en el expediente la concurrencia de 

la causa. El desistimiento no impedirá la iniciación inmediata de un procedimiento de 

licitación. 

 

25 Adjudicación del contrato.  

La resolución motivada de adjudicación será dictada dentro de los cinco días hábiles 

siguientes a la recepción de la documentación y se notificará a los licitadores, debiendo 

ser publicada en el perfil de contratante en el plazo de 15 días. 

La notificación y la publicidad deberán contener la información necesaria que permita 

a los interesados en el procedimiento de adjudicación interponer recurso suficientemente 

fundado contra la decisión de adjudicación, y entre ella en todo caso deberá figurar la 

siguiente: 

- Con respecto a los licitadores excluidos del procedimiento de adjudicación, los 

motivos por los que no se haya admitido su oferta, los motivos de la decisión de no 

equivalencia o de la decisión de que los suministros no se ajustan a los requisitos de 

rendimiento o a las exigencias funcionales; y un desglose de las valoraciones asignadas a 

los distintos licitadores, incluyendo al adjudicatario. 

- En todo caso, el nombre del adjudicatario, las características y ventajas de la 

proposición del adjudicatario determinantes de que haya sido seleccionada la oferta de 

este con preferencia respecto de las que hayan presentado los restantes licitadores cuyas 

ofertas hayan sido admitidas. 

La notificación se realizará por medios electrónicos de conformidad con lo 

establecido en la disposición adicional decimoquinta de la LCSP 2017  

El órgano de contratación acordará en resolución motivada la adjudicación del contrato 

en el plazo máximo de dos meses, a contar desde la apertura de las proposiciones, salvo en 

el caso de que el único criterio a considerar para seleccionar al adjudicatario del contrato sea 

el precio, en el que la adjudicación deberá recaer en el plazo máximo de quince días a contar 

desde el siguiente al de apertura de las proposiciones. 

 

26 Sucesión en el procedimiento. 

Si durante la tramitación del procedimiento y antes de la formalización del contrato se 

produce una operación de fusión, escisión, transmisión del patrimonio empresarial o de una 

rama de la actividad, le sucederá a la empresa licitadora o candidata en su posición en el 

procedimiento la sociedad absorbente, la resultante de la fusión, la beneficiaria de la 

escisión o la adquirente del patrimonio empresarial o de la correspondiente rama de 

actividad, siempre que reúna las condiciones de capacidad y ausencia de prohibición de 

contratar y acredite su solvencia y clasificación en las condiciones exigidas en este pliego 

de cláusulas administrativas particulares para poder participar en el procedimiento de 

adjudicación. 

 

27 Formalización del contrato 

27.1 Formalización 
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El contrato deberá formalizarse en documento administrativo que se ajustará con 

exactitud a las condiciones de la licitación, constituyendo dicho documento título suficiente 

para acceder a cualquier registro público. No obstante, el contratista podrá solicitar que el 

contrato se eleve a escritura pública, corriendo de su cargo los correspondientes gastos. En 

ningún caso se podrán incluir en el documento en que se formalice el contrato cláusulas 

que impliquen alteración de los términos de la adjudicación. 

Al tratarse de un contrato financiado con fondos procedentes del Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia, cuando se interponga recurso especial en materia de 

contratación conforme a lo previsto en el artículo 44 de la LCSP 2017, de 8 de noviembre, 

y cuando se ha tramitado de forma electrónica, la formalización del contrato no podrá 

efectuarse antes de que transcurran diez días naturales a partir del día siguiente a la 

notificación de adjudicación del contrato a los licitadores. En este caso el plazo de 

interposición del recurso especial en materia de contratación, cuando proceda, será de diez 

días naturales y se computará en la forma establecida en el artículo 50.1 de la LCSP 2017, 

de 8 de noviembre. 

Cuando el contrato sea susceptible de recurso especial en materia de contratación 

conforme al artículo 44 de la LCSP 2017, la formalización no podrá efectuarse antes de que 

transcurran quince días hábiles desde que se remita la notificación de la adjudicación a los 

licitadores. 

El Servicio de contratación y gestión patrimonial requerirá al adjudicatario para que 

formalice el contrato en plazo no superior a cinco días a contar desde el siguiente a aquel 

en que hubiera recibido el requerimiento, una vez transcurrido el plazo previsto en el 

párrafo anterior sin que se hubiera interpuesto recurso que lleve aparejada la suspensión de 

la formalización del contrato. De igual forma procederá cuando el órgano competente para 

la resolución del recurso hubiera levantado la suspensión.  

En los restantes casos, la formalización del contrato deberá efectuarse no más tarde de 

los quince días hábiles siguientes a aquel en que se realice la notificación de la adjudicación 

a los licitadores y candidatos. 

 Simultáneamente con la firma del contrato, deberá ser firmado por el adjudicatario 

el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, el Pliego de Prescripciones Técnicas 

Particulares y demás documentos integrantes del contrato. 

Cuando por causas imputables al adjudicatario no se hubiese formalizado el contrato 

dentro del plazo indicado se le exigirá el importe del 3% del presupuesto base de licitación, 

IVA excluido, en concepto de penalidad, que se hará efectivo en primer lugar contra la 

garantía definitiva, si se hubiera constituido, sin perjuicio de su consideración como causa 

de prohibición para contratar. 

En tal caso, el contrato se adjudicará al siguiente licitador por el orden en que hubieran 

quedado clasificadas las ofertas, previa presentación de la documentación acreditativa del 

cumplimiento de los requisitos previos, en los plazos antes señalados. 

Si las causas de la no formalización fueren imputables a la Administración, se 

indemnizará al contratista de los daños y perjuicios que la demora le pudiera ocasionar. 

 No se podrá iniciar la ejecución del contrato sin la previa formalización, excepto en 

los casos previstos de tramitación de emergencia. 

 

27.2 Anuncio de formalización 

La formalización del contrato junto con el correspondiente contrato se publicará en un 

plazo no superior a quince días tras el perfeccionamiento del contrato en el perfil de 

contratante del órgano de contratación. 

El anuncio de formalización contendrá la información recogida en el Anexo III de la 

LCSP 2017. 
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Podrán no publicarse determinados datos relativos a la celebración del contrato cuando 

se considere, justificándose debidamente en el expediente, que la divulgación de esa 

información puede obstaculizar la aplicación de una norma, resultar contraria al interés 

público o perjudicar intereses comerciales legítimos de empresas públicas o privadas o la 

competencia leal entre ellas, o cuando se trate de contratos declarados secretos o reservados 

o cuya ejecución deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales conforme a la 

legislación vigente, o cuando lo exija la protección de los intereses esenciales de la 

seguridad del Estado y así se haya declarado de conformidad con lo previsto en la letra c) 

del apartado 2 del artículo 19 de la LCSP 2017. 

En tal caso deberá recabarse la emisión de informe por el Consejo de Transparencia y 

Buen Gobierno a que se refiere la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso 

a la información pública y buen gobierno en los términos del artículo 154 de la LCSP 2017. 

No se podrá iniciar la ejecución del contrato sin la previa formalización, excepto en los 

casos previstos de tramitación de emergencia 

 

28 Entrega de bienes. 

 El contratista estará obligado a entregar los bienes objeto de suministro en el tiempo 

y lugar fijados en el contrato y de conformidad con el Pliego de Cláusulas Administrativas 

Particulares y el Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares. 

 El lugar de la entrega será el establecido en el apartado 7 del Cuadro Resumen de 

Características, computándose dichos plazos desde el día en que el  órgano o dependencia 

que promueva el suministro dé al contratista la orden de inicio de la prestación, por escrito 

o cualquier otro medio que posibilite la constancia del acto, que no podrá ser anterior a la 

fecha de la formalización del contrato. 

 No obstante, durante la ejecución del contrato y previa justificación, la Universidad 

de Granada se reserva el derecho de fijar otro lugar de entrega y/o ejecución diferente al 

señalado en el apartado 7 del Cuadro Resumen de Características, pero siempre dentro del 

distrito universitario. De forma excepcional y justificándolo debidamente en el expediente 

podría señalarse un lugar de entrega y/o ejecución diferente a los anteriores.  

 En cualquier caso, la Universidad de Granada se reserva el derecho de ordenar al 

contratista el escalonamiento del plazo de entrega, o bien a modificar el calendario de 

plazos de entrega, siempre que éstas se verificaran dentro del ejercicio económico en que 

se autorizó el gasto, sin que por ello el contratista adquiera ningún derecho o 

indemnización frente a la Universidad. 

 Cualquiera que sea el tipo de suministro, el adjudicatario no tendrá derecho a 

indemnización alguna por causas de pérdidas, averías o perjuicios ocasionados en los bienes 

antes de su entrega a la Universidad de Granada, salvo que ésta hubiera incurrido en mora 

al recibirlos.  

 Cuando sin causa justificada, la Universidad incurra en mora en la recepción del 

suministro, el empresario deberá denunciarla ante el Servicio de Contratación y Gestión 

Patrimonial de la Universidad de Granada, para que surta sus efectos. 

 La Universidad de Granada, en virtud del contrato adjudicado y durante el plazo de 

ejecución del mismo, podrá obtener los suministros especificados y previstos en el  Pliego 

de Prescripciones Técnicas y en el presente Pliego a los precios señalados en las 

proposiciones de los licitadores, según los modelos y marcas que se oferten. 

 A este respecto, el empresario podrá proponer al órgano de contratación, siempre por 

escrito, la sustitución de alguno de los bienes contratados por otros que reúnan mejores 

cualidades o, en general, cualquier otra mejora de las condiciones pactadas, siempre que no 

constituyan prestaciones distintas del objeto del contrato. El órgano de contratación 

mediante resolución podrá acceder a dicha propuesta, previo informe del Centro de Gasto 
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solicitante del suministro e informe de los Servicios Jurídicos de la Universidad de Granada, 

dejando constancia de ello en el expediente, pero el empresario no tendrá derecho a 

compensación de ninguna clase, sino únicamente al abono del precio estipulado en el 

contrato. 

 Cuando el suministro consista en la entrega de una pluralidad de bienes de forma 

sucesiva y por precio unitario, la cantidad de los mismos estará subordinada a las 

necesidades de la Universidad, sin que exista obligación de adquirir una cantidad mínima de 

unidades. 

 Se entenderá que el bien ha sido entregado cuando haya sido puesto en poder y 

posesión de la Universidad. A estos efectos, el adjudicatario deberá comunicar al Servicio 

de Contratación y Gestión Patrimonial, o a la unidad destinataria, el día de entrega del 

suministro objeto del contrato. En el momento de la entrega, por el funcionario del servicio 

que corresponda, se firmará el oportuno recibí o acuse de recibo sin que ello implique 

conformidad alguna, sino sólo la constatación del hecho material de recepción de los 

artículos. 

 Si los bienes no se hallan en estado de ser recibidos se hará constar así en el acta de 

recepción y se darán las instrucciones precisas al contratista para que subsane los defectos 

observados o proceda a un nuevo suministro de conformidad con lo pactado. 

 Cuando el acto formal de la recepción de los bienes, de acuerdo con las condiciones 

del pliego, sea posterior a su entrega, la Universidad de Granada será responsable de la 

custodia de los mismos durante el tiempo que medie entre una y otra. 

 Una vez recibidos de conformidad por la Universidad de Granada los bienes o 

productos perecederos, será esta responsable de su gestión, uso o caducidad, sin perjuicio de 

la responsabilidad del suministrador por los vicios o defectos ocultos de los mismos. 

 Si los bienes suministrados han de ser objeto de una posterior instalación por el mismo 

empresario, de acuerdo con lo convenido en el contrato, la entrega no se entenderá realizada 

hasta que no se hayan terminado de conformidad las obras accesorias correspondientes, con 

arreglo a las características establecidas. 

 Los bienes quedarán en el punto de destino listos para su utilización conforme a lo 

establecido en este pliego y en el de prescripciones técnicas del suministro, debiendo, 

igualmente, proceder el contratista, en su caso, a la retirada de los bienes entregados como 

pago de parte del precio. 

 Los gastos de la entrega y transporte de los bienes objeto del suministro al lugar 

convenido, serán de cuenta del contratista. 

 

29 Pago del precio. 

29.1 Abono precio. El contratista tendrá derecho al abono del precio de los suministros 

efectivamente entregados y formalmente recibidos por la Administración con arreglo a 

las condiciones establecidas en la ley y en el contrato. 

 El pago del precio podrá hacerse de manera total o parcial, mediante abonos a 

cuenta o, en el caso de contratos de tracto sucesivo, mediante pago en cada uno de los 

vencimientos que se hubiesen estipulado, según se indique en el apartado 6 del Cuadro 

Resumen de Características. 

 En el contrato de suministros en el que la determinación del precio se realice 

mediante precios unitarios, se podrá incrementar el número de unidades a suministrar 

hasta el porcentaje del 10 por ciento del precio del contrato, a que se refiere el 

artículo 205.2.c).3.º (no se amplia de forma importante el contrato y por tanto no es una 

modificación sustancial), sin que sea preciso tramitar el correspondiente expediente de 

modificación, siempre que se haya acreditado la correspondiente financiación en el 

expediente originario del contrato. 
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29.2 Abonos a cuenta. El contratista tendrá derecho a percibir abonos a cuenta por el 

importe de las operaciones preparatorias de la ejecución del contrato y que estén 

comprendidas en el objeto del mismo, debiéndose asegurar los referidos pagos mediante la 

prestación de garantía mediante alguna de las modalidades incluidas en el artículo 108 de la 

LCSP. 

 Los abonos a cuenta por operaciones preparatorias se fijarán discrecionalmente por la 

Universidad de Granada previa propuesta en su caso del Responsable del contrato, sin que 

en ningún caso puedan superar el 70% del valor real de las operaciones ni el 20%  del importe 

líquido de la parte del suministro que reste por ejecutar. 

 En el supuesto de que la recepción del material objeto de la adquisición, no pueda 

tener carácter definitivo, porque se requiera para su instalación o puesta en funcionamiento 

una obra previa por parte de la Universidad o por cualquier causa debidamente justificada y 

no imputable a la empresa adjudicataria, el mismo haya  quedado en depósito en tanto se 

lleve a cabo su recepción definitiva, la empresa adjudicataria podrá solicitar un abono a 

cuenta con cargo al importe del material depositado, cuya cuantía no podrá exceder del 70% 

de dicho importe. La Universidad, a la vista de la circunstancia de cada caso, podrá aprobar 

o denegar esta solicitud de abono a cuenta. 

 En todo caso, estos abonos requerirán petición expresa del adjudicatario y se incluirán 

como "abonos a cuenta por operaciones preparatorias" en las correspondientes valoraciones. 

29.3 Entrega de otros bienes como parte del pago. En el apartado 6 del Cuadro 

Resumen de Características podrá establecerse, cuando razones técnicas o económicas 

debidamente justificadas en el expediente lo aconsejen, que el pago del precio total de los 

bienes a suministrar consista parte en dinero y parte en la entrega de otros bienes de la 

misma clase, indicándose el porcentaje que el importe de éstos representen en el precio 

total del contrato, sin que en ningún caso pueda superar el 50% de dicho precio total. 

A estos efectos, el compromiso de gasto correspondiente se limitará al importe 

que, del precio total del contrato, no se satisfaga mediante la entrega de bienes al 

contratista, sin que tenga aplicación la norma de que “los derechos liquidados y las 

obligaciones reconocidas se aplicarán a los presupuestos por su importe íntegro”,  

dispuesto en el artículo 27.4 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 

Presupuestaria y en las Bases de ejecución del presupuesto de la Universidad de Granada.  

La entrega de los bienes por la Universidad de Granada se acordará por el órgano 

de contratación, implicando dicho acuerdo por sí solo la baja en el inventario y, en su 

caso, la desafectación de los bienes de que se trate. 

El importe que del precio total del suministro corresponda a los bienes entregados 

por la Universidad será un elemento económico a valorar para la adjudicación del contrato 

y deberá consignarse expresamente por los empresarios en sus ofertas. 

 

29.4 Presentación y requisitos de la factura electrónica. El pago del precio se 

efectuará previa presentación de factura, debiendo ser repercutido como partida 

independiente el IVA en el documento que se presente para el cobro, sin que el importe 

global contratado experimente incremento alguno. 

Las facturas deberán ser presentadas según se establece en la Resolución del 

Rectorado de la Universidad de Granada, de 4 de julio de 2016, por la que se crea y pone 

en marcha el registro contable electrónico de facturas de la Universidad de Granada, se 

establece su régimen jurídico, se determinan los requisitos funcionales y técnicos del 

mismo y se regula el procedimiento para la tramitación de las facturas y las actuaciones 

de seguimiento que deben realizarse por los distintos órganos, unidades y servicios de 

esta universidad. (BOUGR n º 110, 27 de julio de 2016). En tanto no se cumplan los 
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requisitos de tiempo y forma de presentación establecidos en dicha Resolución, no se 

entenderá cumplida la obligación por parte del proveedor  de presentación de facturas en 

el registro correspondiente. Igualmente no serán admitidas en el momento de recepción, 

aquellas facturas con una fecha de emisión que supere en un mes desde la entrega de los 

bienes o servicios, tal como viene establecido en el artículo 13 del Real Decreto 

1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regulan 

las obligaciones de facturación. Tampoco se admitirán las facturas cuya fecha de entrada 

en registro difiera en más de 5 días de su fecha de emisión. 

Las facturas serán presentadas en formato digital o electrónico, a través de los siguientes 

portales web: 

a. Punto general de entradas de facturas electrónicas (FACe), (https://face.gob.es), de 

uso obligatorio, para facturas iguales o superiores a 5.000,00 €, por todas las entidades 

relacionadas en el artículo 4 de la Ley 25/2013, de impulso de la factura electrónica y 

creación del registro contable de facturas en el sector púbico, que serán puestas a 

disposición o remitidas electrónicamente al Registro Contable de Facturas mediante un 

servicio automático proporcionado por dicho Punto. Válido igualmente para facturas de 

otros importes. 

b. Portal de facturas de la Universidad de Granada (PORFA) 

(https://factura.ugr.es/FacturaE) para facturas menores de 5.000,00 € y para facturas 

emitidas por sociedades o actividades no obligadas al uso de facturas electrónicas, según 

lo establecido en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, siendo éstas remitidas 

electrónicamente y de forma automática al Registro Contable de Facturas.  

En ambos casos, será necesario disponer de firma electrónica avanzada basada en 

un certificado digital reconocido (como el de la FNMT), bien de persona física, de 

representante. 

Excepcionalmente, podrán presentarse en formato papel facturas menores de 

5.000,00 € emitidas por sociedades no obligadas al uso de facturas electrónicas, según lo 

establecido en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, siguiendo el procedimiento 

establecido en la Resolución del Rectorado por la que se crea y pone en marcha el registro 

contable electrónico de facturas de la Universidad de Granada,  antes citada. 

En la factura se incluirá la identificación del órgano de contratación y el 

destinatario, establecido  en el apartado 6 del Cuadro Resumen de Características   

Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 4 del artículo 210 de la LCSP 2017 en 

relación a la liquidación del contrato y en el apartado 1 del artículo 243 de la LCSP 2017 

sobre recepción del contrato, la Universidad de Granada deberá aprobar los documentos 

que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes entregados 

dentro de los treinta días siguientes a la entrega efectiva de los bienes. 

 La Universidad tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los treinta días 

naturales siguientes a la fecha de aprobación los documentos que acrediten la 

conformidad con los bienes entregados, siempre y cuando haya presentado la 

correspondiente factura en tiempo y forma en dicho plazo. Si se demorase, deberá abonar 

al contratista, a partir del cumplimiento de dicho plazo de treinta días los intereses de 

demora y la indemnización por los costes de cobro en los términos previstos en la Ley 

3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad 

en las operaciones comerciales. Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para 

el devengo de intereses, el contratista deberá haber cumplido la obligación de presentar 

la factura ante el registro administrativo correspondiente en los términos establecidos en 

la normativa vigente sobre factura electrónica, en tiempo y forma, en el plazo de treinta 

días desde la fecha de entrega efectiva de las mercancías o la prestación del servicio. En 

todo caso, si el contratista incumpliera el plazo de treinta días para presentar la factura, el 
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devengo de intereses no se iniciará hasta transcurridos treinta días desde la fecha de la 

correcta presentación de la factura, sin que la Administración haya aprobado la 

conformidad, si procede, y efectuado el correspondiente abono. 

 Si la demora en el pago fuese superior a cuatro meses, el contratista podrá proceder, 

en su caso, a la suspensión del cumplimiento del contrato, debiendo comunicar a la 

Universidad, con un mes de antelación, tal circunstancia, a efectos del reconocimiento de 

los derechos que puedan derivarse de dicha suspensión, en los términos establecidos en 

esta Ley. 

 Si la demora de la Universidad fuese superior a seis meses, el contratista tendrá 

derecho, asimismo, a resolver el contrato y al resarcimiento de los perjuicios que como 

consecuencia de ello se le originen. 

 Si se observase que la factura presentada adolece de algún requisito exigible, se 

solicitará su subsanación sin que empiece a computarse el plazo señalado hasta su 

corrección.  

 Asimismo si se produjera demora en el pago del saldo de liquidación, la persona 

contratista tendrá derecho a percibir los intereses de demora y la indemnización por los 

costes de cobro en los términos previstos en la citada Ley 3/2004. 

29.5 Cobro con confirming. El contratista podrá anticipar el cobro del importe de su 

facturación a la Universidad de Granada, acogiéndose a los acuerdos de líneas de 

“confirming con recurso” que se hayan celebrado con las diversas entidades financieras. 

El pago mediante este sistema tendrá efectos liberatorios frente al contratista respecto de 

la prestación a la que esté obligada la Universidad de Granada. 

29.6 Cesión del derecho de cobro. Los contratistas que tengan derecho de cobro frente 

a la Universidad de Granada, podrán ceder el mismo conforme a Derecho. Para que la 

cesión del derecho de cobro sea efectiva frente a la Universidad de Granada, será requisito 

imprescindible la notificación fehaciente a la misma del acuerdo de cesión. 

 

30 Revisión de precios. 

Los precios de los contratos del sector público solo podrán ser objeto de revisión 

periódica y predeterminada, no cabrá la revisión periódica no predeterminada o no 

periódica de los precios de los contratos. 

 No procederá revisión precios, salvo en los contratos de suministro de fabricación de 

armamento y equipamiento de las Administraciones Públicas, en los contratos de 

suministro de energía y en aquellos otros contratos en los que el período de recuperación 

de la inversión sea igual o superior a cinco años.  

No se considerará revisables en ningún caso los costes asociados a las amortizaciones, 

los costes financieros, los gastos generales o de estructura ni el beneficio industrial. 

Los precios se revisarán conforme a lo dispuesto en la Ley 2/2015 de 30 de marzo de 

desindexación de la economía española y el Real Decreto 55/2017, de 3 de febrero por el 

que se desarrolla la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía 

española. 

El precio del contrato podrá ser objeto de revisión, salvo en los contratos de suministro 

de energía, si así se establece en el apartado 5 del Cuadro Resumen de Características, 

cuando el contrato se hubiese ejecutado, al menos, en el 20 por ciento de su importe y 

hubiese transcurrido un año desde su formalización. En consecuencia, el primer 20 por 

ciento ejecutado y el primer año transcurrido desde la formalización quedarán excluidos de 

la revisión. 

La fórmula de revisión que se aplicará, atendiendo a la naturaleza de cada contrato y 

la estructura y evolución de los costes de las prestaciones del mismo es la que se detalla 

en el apartado 5 del Cuadro Resumen de Características del Contrato. 



 

 

 

35 

 

31 Obligaciones laborales, sociales y económicas del contratista. 

El contratista está obligado al cumplimiento de la normativa vigente en materia laboral, 

de seguridad social, de integración social de minusválidos y de prevención de riesgos 

laborales, conforme a lo dispuesto en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, sobre Prevención 

de Riesgos Laborales, y sus normas reglamentarias y de desarrollo.  

Los licitadores podrán obtener la información pertinente sobre las obligaciones relativas 

a la fiscalidad, a la protección del medio ambiente, y a las disposiciones vigentes en materia 

de protección del empleo, condiciones de trabajo y prevención de riesgos laborales, y a las 

disposiciones vigentes en materia de protección del empleo, igualdad de género, condiciones 

de trabajo y prevención de riesgos laborales e inserción sociolaboral de las personas con 

discapacidad, y a la obligación de contratar a un número o porcentaje específico de personas 

con discapacidad que serán aplicables a los trabajos efectuados en la obra o a los servicios 

prestados durante la ejecución del contrato en los organismos que se señalan en la siguiente 

dirección web: http://scgp.ugr.es/ 

En el modelo de proposición económica que figura como Anexo VI al presente pliego 

se hará manifestación expresa que se han tenido en cuenta en sus ofertas las obligaciones 

derivadas de las disposiciones vigentes en materia de fiscalidad, protección del medio 

ambiente, protección del empleo, igualdad de género, condiciones de trabajo, prevención de 

riesgos laborales e inserción sociolaboral de las personas con discapacidad, y a la obligación 

de contratar a un número o porcentaje especifico de personas con discapacidad, y protección 

del medio ambiente, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 149 de la 

LCSP 2017 sobre verificación de las ofertas que incluyan valores anormales o 

desproporcionados. 

Conforme al artículo 122 de la LCSP el adjudicatario estará obligado a cumplir 

las condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio Colectivo sectorial 

de aplicación. 

El personal adscrito al suministro dependerá exclusivamente del contratista, quien tendrá 

todos los derechos y deberes inherentes a su calidad de empresario respecto del mismo. 

El contratista responderá de cuantas obligaciones le vienen impuestas en su carácter de 

empleador, así como del cumplimiento de las disposiciones vigentes en materia laboral, de 

seguridad social y de seguridad y salud laboral, con respecto al personal que emplee en la 

ejecución del servicio objeto del contrato. 

Si así se prevé en el apartado 27 del Cuadro Resumen de Características, de conformidad 

con lo establecido en el art. 24 de la LPRL y el R.D. 171/2004, de 30 de enero, que lo 

desarrolla, relativo a la coordinación de actividades empresariales, la empresa adjudicataria 

del presente contrato, con carácter previo al comienzo de la actividad, en todo caso, y 

durante la ejecución del contrato, si así le es requerido, está obligada a aportar ante el 

Servicio de Prevención de la Universidad de Granada el Anexo IX que se acompaña, así 

como la documentación en él relacionada. 

 

32 Obligaciones esenciales o especiales de ejecución.  

En el apartado 20 del Cuadro Resumen de Características podrán establecerse 

obligaciones esenciales o especiales de ejecución del contrato, el incumplimiento de las 

cuales dará lugar a la imposición de penalidades, salvo las que se determinen 

expresamente en tal apartado a las que se les confiere el carácter de obligaciones 

contractuales esenciales a los efectos de su consideración como causa de resolución del 

contrato por tener carácter de obligación principal y las que se tipifiquen como infracción 

grave a los efectos establecidos en la letra c) del apartado 2 del artículo 71 de la LCSP 

2017, sobre la prohibición de contratar. 
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Tendrán consideración de obligaciones esenciales: 

El contratista y subcontratista en su caso deberán aportar el compromiso de 

cumplimiento de los principios transversales establecidos en el PRTR y que pudieran 

afectar al ámbito objeto de gestión de acuerdo con el modelo del anexo IV.C de la Orden 

HAC/1030/2021. Este compromiso se refiere al cumplimiento de las normas jurídicas, 

éticas y morales, adoptando las medidas necesarias para prevenir y detectar el fraude, la 

corrupción y los conflictos de interés, comunicando en su caso a las autoridades que 

proceda los incumplimientos observados. 

Tanto el contratista, en el momento de la formalización, como los subcontratistas si 

los hubiera deberán presentar la Declaración de ausencia de conflicto de intereses, , por 

lo que su omisión previa a la formalización será causa de exclusión de la licitación y el 

incumplimiento de lo declarado durante la ejecución del contrato será causa de resolución 

del contrato. 

La obligación del contratista de conservación de la documentación, de acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 132 del Reglamento Financiero Reglamento (UE, Euratom) 

2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las 

normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión, que dispone que los 

perceptores mantendrán un registro y conservarán los documentos justificativos, los datos 

estadísticos y demás documentación concerniente a la financiación, así como los registros 

y documentos en formato electrónico, durante un período de cinco años a partir del pago 

del saldo o, a falta de dicho pago, de la operación. Este período será de tres años si la 

financiación es de un importe inferior o igual a 60.000 euros. 

La obligación del contratista y subcontratista si lo hubiere de aportar esta información 

al órgano de contratación: 

• NIF del contratista o subcontratistas.  

• Nombre o razón social. 

• Domicilio fiscal del contratista y, en su caso, de los subcontratistas. 

• Los contratistas acreditarán la inscripción en el Censo de empresarios, profesionales 

y retenedores de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o en el Censo 

equivalente de la Administración Tributaria Foral, que debe reflejar la actividad 

efectivamente desarrollada en la fecha de participación en el procedimiento de 

licitación. 

• Información relativa al titular real del beneficiario final de los fondos en la forma 

prevista en el artículo 10 de la Orden HFP/1031/2021. Se entiende como «titular real»: 

la persona o personas físicas que tengan la propiedad o el control en último término 

del contratista y subcontratista. 

El contratista debe aceptar la cesión de datos entre las Administraciones Públicas 

implicadas para dar cumplimiento a lo previsto en la normativa europea que es de 

aplicación y de conformidad con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 

Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, con la obligación de 

suscribir la declaración de cesión y tratamiento de datos en relación con la ejecución de 

actuaciones del plan de recuperación, transformación y resiliencia (PRTR) cuyo modelo 

recoge el anexo IV.B de la Orden HAC/1030/2021, y que se adjunta a este pliego en el 

Anexo XII de declaraciones múltiples. 
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Será preceptivo el cumplimiento de las obligaciones asumidas en materia de 

etiquetado verde y etiquetado digital y los mecanismos establecidos para su control, así 

como al preceptivo cumplimiento de las obligaciones asumidas por la aplicación del 

principio de no causar un daño significativo y las consecuencias en caso de 

incumplimiento. 

El contratista y subcontratista tendrán la obligación de aportar el compromiso de 

cumplimiento de los principios transversales establecidos en el PRTR y que pudieran 

afectar al ámbito objeto de gestión de acuerdo con el modelo del anexo IV.C de la Orden 

HAC/1030/2021, que entre otras cuestiones se refiere al respeto de los principios de 

economía circular y evitar impactos negativos significativos en el medio ambiente. 

Las actuaciones realizadas en el marco del PRTR deben garantizar el pleno 

cumplimiento del principio de «no causar perjuicio significativo» a los seis objetivos 

medioambientales recogidos en el artículo 17 del Reglamento (UE) 2020/852 o principio 

DNSH (do no significant harm): 

1. La mitigación del cambio climático 

2. La adaptación al cambio climático. 

3. El uso sostenible y la protección de los recursos hídricos y marinos. 

4. La economía circular. 

5. La prevención y control de la contaminación. 

6. La protección y recuperación de la biodiversidad y los ecosistemas 

Los objetivos los objetivos climáticos o digitales de la medida o submedida en que se 

integre el contrato se determinarán en el apartado 20 del Cuadro Resumen de Características 

del Contrato. 

 

Obligaciones en materia de comunicación. En la ejecución del contrato tanto el 

contratista y subcontratista, si lo hubiere, están obligados al cumplimiento de los 

compromisos en materia de comunicación, encabezamientos y logos que se contienen en el 

artículo 9 de la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, y que se concretan en que las 

actuaciones de comunicación relacionadas con la ejecución del Plan incorporarán el logo 

oficial del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia del Reino de España, en los 

términos que se comuniquen por la Autoridad Responsable. Los logos y emblemas a incluir 

en toda la documentación relacionada con los expedientes financiados con fondos del Plan 

de Recuperación, Transformación y Resiliencia están disponibles en 

https://planderecuperacion.gob.es/identidad-visual. 

a. Cuando se muestre en asociación con otro logotipo, el emblema de la Unión Europea 

deberá mostrarse al menos de forma tan prominente y visible como los otros logotipos. El 

emblema debe permanecer distinto y separado y no puede modificarse añadiendo otras 

marcas visuales, marcas o texto. Aparte del emblema, no podrá utilizarse ninguna otra 

identidad visual o logotipo para destacar el apoyo de la UE. 

b. Cualquier actividad de comunicación o difusión relacionada con el MRR y realizada 

por el Estado miembro, en cualquier forma y por cualquier medio, deberá utilizar 

información fidedigna. 

 

 

33 Información sobre las condiciones de subrogación en contratos de trabajo.  
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 Cuando una norma legal un convenio colectivo o un acuerdo de negociación 

colectiva de eficacia general, imponga al adjudicatario la obligación de subrogarse como 

empleador en determinadas relaciones laborales, los servicios dependientes del órgano de 

contratación facilitarán a los licitadores, en el apartado 29 del Cuadro Resumen de 

Características del Contrato, la información sobre las condiciones de los contratos de los 

trabajadores a los que afecte la subrogación que resulte necesaria para permitir una exacta 

evaluación de los costes laborales que implicará tal medida, debiendo hacer constar 

igualmente que tal información se facilita en cumplimiento de lo previsto en el artículo 

130 de la LCSP 2017 . 

 A estos efectos, la empresa que viniese efectuando la prestación objeto del contrato 

a adjudicar y que tenga la condición de empleadora de los trabajadores afectados estará 

obligada a proporcionar la referida información al órgano de contratación, a 

requerimiento de este. Como parte de esta información en todo caso se deberán aportar 

los listados del personal objeto de subrogación, indicándose: el convenio colectivo de 

aplicación y los detalles de categoría, tipo de contrato, jornada, fecha de antigüedad, 

vencimiento del contrato, salario bruto anual de cada trabajador, así como todos los pactos 

en vigor aplicables a los trabajadores a los que afecte la subrogación. La Universidad de 

Granada comunicará al nuevo empresario la información que le hubiere sido facilitada 

por el anterior contratista. Lo señalado resultará igualmente de aplicación a los socios 

trabajadores de las cooperativas cuando éstos estuvieran adscritos al servicio o actividad 

objeto de la subrogación. 

 Cuando la empresa que viniese efectuando la prestación objeto del contrato a 

adjudicar fuese un Centro Especial de Empleo, la empresa que resulte adjudicataria tendrá 

la obligación de subrogarse como empleador de todas las personas con discapacidad que 

vinieran desarrollando su actividad en la ejecución del referido contrato. 

 El apartado 21 del Cuadro Resumen de Características del Contrato contempla la 

imposición de penalidades al contratista dentro de los límites establecidos en el artículo 

192 de la LCSP 2017 para el supuesto de incumplimiento por el mismo de la obligación 

prevista en esta cláusula. 

 Si una vez producida la subrogación los costes laborales fueran superiores a los que 

se desprendieran de la información facilitada por el antiguo contratista al órgano de 

contratación, el contratista tendrá acción directa contra el antiguo contratista. 

 Sin perjuicio de la aplicación, en su caso, de lo establecido en el artículo 44 del 

Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 2/2015, de 23 de octubre (LA LEY 16117/2015), el contratista debe responder 

de los salarios impagados a los trabajadores afectados por subrogación, así como de las 

cotizaciones a la Seguridad social devengadas, aún en el supuesto de que se resuelva el 

contrato y aquellos sean subrogados por el nuevo contratista, sin que en ningún caso dicha 

obligación corresponda a este último. 

 En este caso, la Universidad de Granada, una vez acreditada la falta de pago de los 

citados salarios, procederá a la retención de las cantidades debidas al contratista para 

garantizar el pago de los citados salarios, y a la no devolución de la garantía definitiva en 

tanto no se acredite el abono de éstos. 

 

34 Subcontratación. 

 El contratista podrá concertar con terceros la realización parcial de la prestación,  

con sujeción a lo señalado en el apartado 22 del Cuadro Resumen de Características del 

Contrato, salvo que la prestación o parte de la misma haya de ser ejecutada directamente 

por el primero en los contratos de carácter secreto o reservado, o en aquellos cuya 

ejecución deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales, en los contratos de 
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servicios o trabajos de colocación o instalación en el contexto de un contrato de 

suministro.  En ningún caso la limitación de la subcontratación podrá suponer que se 

produzca una restricción efectiva de la competencia. 

 La Universidad de Granada podrá establecer en el apartado 22 que determinadas 

tareas críticas no puedan ser objeto de subcontratación, debiendo ser estas ejecutadas 

directamente por el contratista principal. La determinación de las tareas críticas deberá 

ser objeto de justificación en el expediente de contratación. 

 En el citado apartado se indicará la parte o tanto por ciento de las prestaciones 

susceptibles de ser subcontratadas por el contratista, de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 215 de la LCSP. En el supuesto de que no figure un porcentaje máximo en dicho 

apartado 22, y siempre que no se haya prohibido expresamente, el contratista podrá 

subcontratar hasta un 60% del importe de adjudicación. 

La celebración de los subcontratos estará sometida al cumplimiento de los siguientes 

requisitos: 

a) Si así se prevé en el apartado 22 del Cuadro Resumen de Características, los licitadores 

deberán indicar en la oferta la parte del contrato que tengan previsto subcontratar, señalando 

su importe, y el nombre o el perfil empresarial, definido por referencia a las condiciones de 

solvencia profesional o técnica, de los subcontratistas a los que se vaya a encomendar su 

realización. 

b) El contratista debe comunicar por escrito, tras la adjudicación del contrato y, a más tardar, 

cuando inicie la ejecución de éste, al órgano de contratación la intención de celebrar los 

subcontratos, señalando la parte de la prestación que se pretende subcontratar y la identidad, 

datos de contacto y representante o representantes legales del subcontratista, y justificando 

suficientemente la aptitud de este y acreditando que el mismo no se encuentra incurso en 

prohibición de contratar. 

 El contratista principal deberá notificar por escrito al órgano de contratación cualquier 

modificación que sufra esta información durante la ejecución del contrato principal, y toda 

la información necesaria sobre los nuevos subcontratistas. 

 En el caso que el subcontratista tuviera la clasificación adecuada para realizar la parte 

del contrato objeto de la subcontratación, la comunicación de esta circunstancia será 

suficiente para acreditar la aptitud del mismo. 

 La acreditación de la aptitud del subcontratista podrá realizarse inmediatamente 

después de la celebración del subcontrato si esta es necesaria para atender a una situación de 

emergencia o que exija la adopción de medidas urgentes y así se justifica suficientemente. 

c) Los subcontratos que no se ajusten a lo indicado en la oferta, por celebrarse con 

empresarios distintos de los indicados nominativamente en la misma o por referirse a partes 

de la prestación diferentes a las señaladas en ella, no podrán celebrarse hasta que transcurran 

veinte días desde que se hubiese cursado la notificación y aportado las justificaciones sobre 

su capacidad y ausencia de prohibición para contratar, salvo que con anterioridad hubiesen 

sido autorizados expresamente, siempre que la Universidad de Granada no hubiese 

notificado dentro de este plazo su oposición a los mismos. Este régimen será igualmente 

aplicable si los subcontratistas hubiesen sido identificados en la oferta mediante la 

descripción de su perfil profesional. 

 Bajo la responsabilidad del contratista, los subcontratos podrán concluirse sin 

necesidad de dejar transcurrir el plazo de veinte días si su celebración es necesaria para 

atender a una situación de emergencia o que exija la adopción de medidas urgentes y así se 

justifica suficientemente. 

 La infracción de tales condiciones para proceder a la subcontratación, así como la falta 

de acreditación de la aptitud del subcontratista o de las circunstancias determinantes de la 

situación de emergencia o de las que hacen urgente la subcontratación, tendrá, entre otras 
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previstas en la LCSP 2017, y en función de la repercusión en la ejecución del contrato, 

alguna de las siguientes consecuencias, cuando así se hubiera previsto el apartado 21 del 

Cuadro Resumen de Características del Contrato: 

a) La imposición al contratista de una penalidad de hasta un 50 por 100 del importe del 

subcontrato. 

b) La resolución del contrato, siempre y cuando se cumplan los requisitos establecidos en el 

segundo párrafo de la letra f) del apartado 1 del artículo 211 de la LCSP 2017. 

 Los subcontratistas quedarán obligados solo ante el contratista principal que asumirá, 

por tanto, la total responsabilidad de la ejecución del contrato frente a la Administración, 

con arreglo estricto a los pliegos de cláusulas administrativas particulares y a los términos 

del contrato, incluido el cumplimiento de las obligaciones en materia medioambiental, social 

o laboral. 

 El conocimiento que tenga la Administración de los subcontratos celebrados en virtud 

de las comunicaciones que el contratista deba realizar, o la autorización que otorgue en los 

contratos de carácter secreto o reservado, o en aquellos cuya ejecución deba ir acompañada 

de medidas de seguridad especiales, no alterarán la responsabilidad exclusiva del contratista 

principal. 

 En ningún caso podrá concertarse por el contratista la ejecución parcial del contrato 

con personas inhabilitadas para contratar de acuerdo con el ordenamiento jurídico o 

comprendidas en alguno de los supuestos del artículo 71 de la LCSP 2017. 

 El contratista deberá informar a los representantes de los trabajadores de la 

subcontratación, de acuerdo con la legislación laboral. 

 Los subcontratos y los contratos de suministro concluidos con suministradores y 

subcontratistas a que se refieren los artículos 215 a 217 de la LCSP 2017  tendrán en todo 

caso naturaleza privada. 

 Los subcontratistas no tendrán en ningún caso acción directa frente a la Universidad 

de Granada por las obligaciones contraídas con ellos por el contratista como consecuencia 

de la ejecución del contrato principal y de los subcontratos, sin perjuicio de la disposición 

adicional quincuagésima primera de la LCSP 2017 sobre pagos a subcontratistas y lo que al 

respecto señale el apartado 22 del Cuadro Resumen de Características del Contrato. 

 En el caso en que en el  apartado 26 del  Cuadro Resumen de Características se 

especifique el acceso a datos de carácter personal por el/los subcontratistas, éste/os se 

considerará/n asimismo encargado/s del tratamiento, obligándose el adjudicatario a exigir 

contractualmente a el/los subcontratista/s, la implementación en sus instalaciones de las 

medidas de seguridad del nivel especificado en el apartado 26 del Cuadro Resumen de 

Características previstas en el Título VIII del RDLOPD, así como los demás extremos 

previstos en los artículos 9, 10 y 12 de la LOPD y demás concordantes del citado Real 

Decreto que la desarrolla reglamentariamente. Dicho contrato deberá contener expresa 

mención a las instrucciones dictadas por la Universidad de Granada en relación con la 

entrega de los bienes, sin perjuicio de cualesquiera otras adicionales que el adjudicatario 

exija al/los subcontratista/s en el marco de las establecidas por la Universidad de Granada. 

 El contratista está obligado a abonar a los subcontratistas o suministradores el 

precio pactado, en las siguientes condiciones: los plazos fijados no podrán ser más 

desfavorables que los previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se 

establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, y se 

computarán desde la fecha en que tiene lugar la aceptación o verificación de los bienes o 

servicios por el contratista principal, siempre que el subcontratista o el suministrador 

hayan entregado la factura en los plazos legalmente establecidos. La aceptación por el 

contratista principal deberá efectuarse en un plazo máximo de treinta días desde la entrega 

de los bienes o la prestación del servicio. Dentro del mismo plazo deberán formularse, en 
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su caso, los motivos de disconformidad a la misma. En el caso de que no se realizase en 

dicho plazo, se entenderá que se han aceptado los bienes o verificado de conformidad la 

prestación de los servicios. 

 Los subcontratistas no podrán renunciar válidamente, antes o después de su 

adquisición, a los derechos que tengan reconocidos por LCSP en cuanto al cobro, sin que 

sea de aplicación a este respecto el artículo 1110 del Código Civil, de que el recibo del 

capital por el acreedor , sin reserva alguna sobre los intereses, extingue la obligación del 

deudor en cuanto a éstos, o a que se extinga la obligación frente a plazos anteriores cuando 

no se hayan hecho reservas frente al último plazo del débito. 

 La Universidad de Granada podrá comprobar el estricto cumplimiento de los pagos 

que los contratistas adjudicatarios de los contratos públicos, calificados como tales en el 

artículo 12 de LCSP, han de hacer a todos los subcontratistas o suministradores que 

participen en los mismos. 

Los contratistas adjudicatarios remitirán a la Universidad, cuando esta lo solicite, 

relación detallada de aquellos subcontratistas o suministradores que participen en el 

contrato cuando se perfeccione su participación, junto con aquellas condiciones de 

subcontratación o suministro de cada uno de ellos que guarden una relación directa con 

el plazo de pago,  y justificante de cumplimiento de los pagos a aquellos una vez 

terminada la prestación dentro de los plazos de pago legalmente establecidos 

Estas obligaciones se consideran condiciones especiales de ejecución, cuyo 

incumplimiento, además de las consecuencias previstas por el ordenamiento jurídico, 

permitirá la imposición de las penalidades que a tal efecto se contengan el apartado 21 

del Cuadro Resumen de Características del contrato, respondiendo la garantía definitiva 

de las penalidades que se impongan por este motivo. 

 

35 Cesión del contrato. 

Los derechos y obligaciones dimanantes del contrato podrán ser cedidos por el 

contratista a un tercero cuando así lo señale el apartado 23 del Cuadro Resumen de 

Características del Contrato, siempre que las cualidades técnicas o personales del cedente no 

hayan sido razón determinante de la adjudicación del contrato, y de la cesión no resulte una 

restricción efectiva de la competencia en el mercado. No podrá autorizarse la cesión a un 

tercero cuando esta suponga una alteración sustancial de las características del contratista, si 

estas constituyen un elemento esencial del contrato. 

Para que los contratistas puedan ceder sus derechos y obligaciones a terceros, deberán 

cumplirse los siguientes requisitos: 

a) El órgano de contratación ha de autorizar, de forma previa y expresa, la cesión. Dicha 

autorización se otorgará siempre que se den los requisitos que se señalan después. El 

plazo para la notificación de la resolución sobre la solicitud de autorización será de dos 

meses, trascurrido el cual deberá entenderse otorgada por silencio administrativo. 

b) Que el cedente tenga ejecutado al menos un 20 por 100 del importe del contrato. No será 

de aplicación este requisito si la cesión se produce encontrándose el contratista en 

concurso, aunque se haya abierto la fase de liquidación, o ha puesto en conocimiento del 

juzgado competente para la declaración del concurso que ha iniciado negociaciones para 

alcanzar un acuerdo de refinanciación, o para obtener adhesiones a una propuesta 

anticipada de convenio, en los términos previstos en la legislación concursal. 

c) Que el cesionario tenga capacidad para contratar con la Universidad de Granada y la 

solvencia que resulte exigible en función de la fase de ejecución del contrato, debiendo 

estar debidamente clasificado si tal requisito ha sido exigido al cedente, y no estar 

incurso en una causa de prohibición de contratar. 

d) Que la cesión se formalice, entre el adjudicatario y el cesionario, en escritura pública. 
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El cesionario quedará subrogado en todos los derechos y obligaciones que 

corresponderían al cedente. 

 

36 Penalidades por incumplimientos de obligaciones contractuales. 

36.1 Incumplimiento parcial o defectuoso. El cumplimiento defectuoso de la prestación 

objeto del contrato o el incumplimiento de los compromisos o de las condiciones especiales 

de ejecución del contrato que se hubiesen establecido conforme al apartado 2 del artículo 76 

de la LCSP 2017 (Concreción de las condiciones de solvencia) y al apartado 1 del artículo 

202 de la LCSP 2017 (Condiciones especiales de ejecución del contrato de carácter social, 

ético, medioambiental o de otro orden) darán lugar a la imposición de las penalidades 

previstas en el apartado 21 del Cuadro resumen  de Características del Contrato. 

 Estas penalidades deberán ser proporcionales a la gravedad del incumplimiento y las 

cuantías de cada una de ellas, en caso de no fijarse cuantías en el apartado 21, esta será de 

un 10 por ciento del precio del contrato, IVA excluido. 

Régimen de Clasificación incumplimientos defectuosos: 

1º Incumplimientos LEVES: 

• Todos los demás incumplimientos de las obligaciones fijadas en el Pliego de Cláusulas 

Administrativas Particulares y en el Pliego de Prescripciones Técnicas no calificadas 

como graves, muy graves, o que sean causa de resolución del contrato. 

2º Incumplimientos GRAVES: 

• El incumplimiento de los requerimientos que de forma expresa le formule la 

Universidad. 

• La reiteración de tres incumplimientos leves en un semestre. 

3º Incumplimientos MUY GRAVES: 

• Los actos u omisiones que puedan ser motivo de peligro para la salud pública, así 

como la tardanza o negligencia en corregir defectos o situaciones que determinen 

peligro para las personas o cosas. 

• Cualquier práctica defraudadora o irregularidad grave en la forma de prestación del 

suministro que suponga discriminación para los usuarios o enriquecimiento injusto. 

• La reiteración de dos incumplimientos graves en un semestre. 

 

 En los supuestos anteriores de incumplimiento se impondrán las siguientes 

penalidades: 

• Incumplimientos LEVES: 2 por 100 del presupuesto del contrato IVA excluido. 

• Incumplimientos GRAVES: 5 por 100 del presupuesto del contrato IVA excluido. 

• Incumplimientos MUY GRAVES: 10 por 100 del presupuesto del contrato IVA 

excluido. 

 Si el contratista, por causas imputables al mismo, hubiere incumplido parcialmente la 

ejecución del contrato, la Universidad de Granada podrá optar, atendidas las circunstancias 

del caso, por su resolución o por la imposición de las penalidades previstas en el citado 

apartado 21. 

 

36.2 Demora en la ejecución. El contratista está obligado a cumplir el contrato dentro del 

plazo total fijado para la realización del mismo, así como de los plazos parciales señalados 

para su ejecución sucesiva. La constitución en mora del contratista no precisará intimación 

previa por parte de la Administración. 

 Cuando el contratista, por causas imputables al mismo, hubiere incurrido en demora 

respecto al cumplimiento del plazo total, la Universidad de Granada podrá optar, atendidas 

las circunstancias del caso, por la resolución del contrato o por la imposición de las 

penalidades diarias en la proporción de 0,60 euros por cada 1.000 euros del precio del 
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contrato, IVA excluido, salvo que el apartado 21 prevea otras, atendiendo a las especiales 

características del contrato, para su correcta ejecución y así se justifique en el expediente. 

 Cada vez que las penalidades por demora alcancen un múltiplo del 5 por 100 del precio 

del contrato, IVA excluido, el órgano de contratación estará facultado para proceder a la 

resolución del mismo o acordar la continuidad de su ejecución con imposición de nuevas 

penalidades. Cuando el órgano de contratación opte por la imposición de penalidades y no 

por la resolución concederá una ampliación del plazo que estime resulte necesaria para la 

terminación del contrato. 

 La Universidad de Granada tendrá las mismas facultades respecto al incumplimiento 

por parte del contratista de los plazos parciales, cuando se hubiese previsto en el citado 

apartado 21, o cuando la demora en el cumplimiento de aquellos haga presumir 

razonablemente la imposibilidad de cumplir el plazo total. 

En el caso de que el contrato incluyera cláusulas de revisión de precios y el 

incumplimiento del plazo fuera imputable al contratista, los índices de precios que habrán 

de ser tenidos en cuenta serán aquellos que hubiesen correspondido a las fechas 

establecidas en el contrato para la realización de la prestación en plazo, salvo que los 

correspondientes al período real de ejecución produzcan un coeficiente inferior, en cuyo 

caso se aplicarán estos últimos. 

36.3 Ampliación del plazo por motivos no imputables al contratista. Si el retraso fuese 

producido por motivos no imputables al contratista y este ofreciera cumplir sus compromisos 

si se le amplía el plazo inicial de ejecución, el órgano de contratación se lo concederá 

dándosele un plazo que será, por lo menos, igual al tiempo perdido, a no ser que el contratista 

pidiese otro menor. El responsable del contrato emitirá un informe donde se determine si el 

retraso fue producido por motivos imputables al contratista. 

36.4 Daños y perjuicios. En los supuestos de incumplimiento parcial o cumplimiento 

defectuoso o de demora en la ejecución en que no esté prevista penalidad o en que estándolo 

la misma no cubriera los daños causados a la Universidad de Granada , esta exigirá al 

contratista la indemnización por daños y perjuicios. 

36.5 Imposición delas penalidades. Las penalidades, o daños y perjuicios exigidos en el 

párrafo anterior, se impondrán por acuerdo del órgano de contratación, adoptado a propuesta 

del responsable del contrato si se hubiese designado, que será inmediatamente ejecutivo, y 

se harán efectivas mediante deducción de las cantidades que, en concepto de pago total o 

parcial, deban abonarse al contratista o sobre la garantía que, en su caso, se hubiese 

constituido, cuando no puedan deducirse de los mencionados pagos. 

 

37 Obligaciones, gastos e impuestos exigibles al contratista. 

 Son de cuenta del contratista los gastos e impuestos, anuncios, ya sea en Boletines, 

Diarios Oficiales o en cualquier medio de comunicación, los de formalización del contrato 

en el supuesto de elevación a escritura pública, así como de cuantas licencias, autorizaciones 

y permisos que no dependan de esta Universidad de Granada y que procedan en orden a 

ejecutar correctamente el objeto del contrato. Asimismo vendrá obligado a satisfacer todos 

los gastos que la empresa deba realizar para el cumplimiento del contrato, como son los 

generales, financieros, de seguros, transportes y desplazamientos, materiales, instalaciones, 

honorarios del personal a su cargo, de comprobación y ensayo, tasas y toda clase de tributos, 

el IVA, el impuesto que por la realización de la actividad pudiera corresponder y 

cualesquiera otros que pudieran derivarse de la ejecución del contrato durante la vigencia 

del mismo, sin que por tanto puedan ser éstos repercutidos como partida independiente 

 Las pruebas, ensayos o informes necesarios para verificar la correcta ejecución del 

suministro contratado, con el límite del 1% del precio total del contrato. 
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 La indemnización de los daños que se causen tanto a la Administración como a 

terceras personas, como consecuencia de las operaciones que requiera la ejecución del 

suministro, salvo cuando tales perjuicios hayan sido ocasionados por una orden inmediata y 

directa de la Administración. 

 Toda reclamación relativa a la propiedad industrial, intelectual o comercial de los 

materiales, procedimientos y equipos utilizados en la fabricación del suministro, debiendo 

indemnizar a la Administración todos los daños y perjuicios que para ésta pudieran 

derivarse de la interposición de reclamaciones, incluidos los gastos derivados de los que 

eventualmente pudieran dirigirse contra la misma.  

 En cualquier caso, el contratista indemnizará a la Universidad de Granada de toda 

cantidad que se viese obligada a pagar por incumplimiento de las obligaciones establecidas 

en este pliego, aunque ello le venga impuesto por resolución judicial o administrativa 

 En casos de fuerza mayor y siempre que no exista actuación imprudente por parte del 

contratista, este tendrá derecho a una indemnización por los daños y perjuicios, que se le 

hubieren producido en la ejecución del contrato. 

 

38 Protección de datos de carácter personal. 

  En cumplimiento de lo dispuesto en Reglamento 2016/679 del Parlamento Europeo 

y del Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que 

respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos (en adelante  

RGPD) y Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 

Personal y garantía de los derechos digitales (LOPDGDD) queda informado de que los datos 

personales que en su caso sean recogidos a través de la presentación de su oferta y demás 

documentación necesaria para proceder a la contratación de la prestación del suministro o 

servicio indicado en el apartado 2 del  Cuadro Resumen de Características, serán tratados 

por la Universidad de Granada con domicilio en Avda. del Hospicio, s/n, 18071 – 

Granada, Correo electrónico: secretariageneral@ugr.es, con la finalidad de garantizar el 

adecuado mantenimiento, cumplimiento y control del desarrollo del contrato. Así, de 

acuerdo con el art. 13 del Reglamento europeo 2016/679, de 27 de abril, relativo a la 

protección de las personas físicas por el que respeta al tratamiento de datos personales y 

la libre circulación de estos datos y el artículo 11 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 

diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal y garantía de los derechos 

digitales (LOPDGDD), el contratista y su personal pueden acceder a la información 

básica sobre la política de protección de datos de la Universidad de Granada en la 

dirección web https://secretariageneral.ugr.es/pages/proteccion_datos, y a la información 

sobre el tratamiento de los datos personales en la contratación administrativa en el web 

del servicio de contratación http://scgp.ugr.es. 

  

 En el caso en que el adjudicatario aporte documentos que contengan datos de 

carácter personal de sus trabajadores o terceros, ya sea durante la presentación de la oferta 

o la ejecución del contrato, garantiza que dicha información procede de ficheros o 

tratamientos inscritos en Registro de las Actividades de Tratamiento y cumple todas las 

garantías previstas en la citadas normas respecto al derecho de información y, en su caso, 

consentimiento, inequívoco y explícito, de los interesados para llevar a cabo la cesión de 

datos a la Universidad de Granada. 

 

 Asimismo, si en el apartado 26 del  Cuadro Resumen de Características se hubiese 

indicado que el contrato adjudicado implica el tratamiento de datos de carácter personal 

se deberá respetar en su integridad el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 27 de abril de 2016 y la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 

https://secretariageneral.ugr.es/pages/proteccion_datos
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Protección de Datos de Carácter Personal y garantía de los derechos digitales 

(LOPDGDD),  adquiriendo el adjudicatario la condición de encargado del tratamiento, 

no teniendo la consideración dicho acceso de cesión o comunicación de datos de carácter 

personal (DA 25ª de LCSP). 

 

 Si el contrato adjudicado implica tratamiento de datos de carácter personal de los 

que es responsable la Universidad de Granada, la entidad adjudicataria, en calidad de 

encargada de tratamiento, estará a lo dispuesto en el correspondiente Acuerdo de Encargo 

de Tratamiento, en los términos en que figure en el Anexo del Pliego de Prescripciones 

Técnicas Particulares. 

 

39 Responsable del contrato. 

 El órgano de contratación designará un responsable del contrato al que corresponderá 

supervisar su ejecución y adoptar las decisiones y dictar las instrucciones necesarias con el 

fin de asegurar la correcta realización de la prestación pactada. El responsable del contrato 

podrá ser una persona física o jurídica, vinculada al ente, organismo o entidad contratante o 

ajena a él. 

Su nombramiento se especificará en el apartado 1 del Cuadro Resumen de 

Características. Una vez designado, se podrá acordar su sustitución por el órgano de 

contratación, lo que será comunicado al contratista. 

El responsable del contrato y su personal colaborador, acompañados por el delegado 

del contratista, tendrán libre acceso a los lugares donde se realice el suministro. 

 

40 Ejecución del contrato. 

 El contrato se ejecutará con estricta sujeción a las estipulaciones contenidas en el 

pliego de cláusulas administrativas particulares, el de prescripciones y conforme a las 

instrucciones que diere el Responsable del Contrato dentro de su ámbito de atribuciones. 

 

41 Principio de riesgo y ventura 

 La ejecución del contrato se realizará a riesgo y ventura del contratista. 

 

42 Responsabilidad del contratista por daños y perjuicios  

 Será obligación del contratista indemnizar todos los daños y perjuicios que se causen 

a terceros como consecuencia de las operaciones que requiera la ejecución del contrato. 

 Cuando tales daños y perjuicios hayan sido ocasionados como consecuencia inmediata 

y directa de una orden de la Universidad de Granada, será esta responsable dentro de los 

límites señalados en las Leyes. 

 Los terceros podrán requerir previamente, dentro del año siguiente a la producción del 

hecho, al órgano de contratación para que éste, oído el contratista, informe sobre a cuál de 

las partes contratantes corresponde la responsabilidad de los daños. El ejercicio de esta 

facultad interrumpe el plazo de prescripción de la acción. 

 La reclamación de aquellos se formulará, en todo caso, conforme al procedimiento 

establecido en la legislación aplicable a cada supuesto. 

 

43 Seguros. 

 El contratista deberá tener suscritos los seguros obligatorios, así como un seguro 

que cubra las responsabilidades que se deriven de la ejecución del contrato, en los 

términos que, en su caso, se indique en el apartado 8 del Cuadro resumen de 

Características del contrato. 
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44 Facultades la administración en el proceso de fabricación  

 La Universidad de Granada tiene la facultad de inspeccionar y de ser informada del 

proceso de fabricación o elaboración del producto que haya de ser entregado como 

consecuencia del contrato, pudiendo ordenar o realizar por sí misma análisis, ensayos y 

pruebas de los materiales que se vayan a emplear, establecer sistemas de control de calidad 

y dictar cuantas disposiciones estime oportunas para el estricto cumplimiento de lo 

convenido. 

 

45 Programa de trabajo. 

 Cuando la total ejecución del contrato esté previsto en más de una anualidad, el 

contratista estará obligado a presentar un programa de trabajo en el plazo máximo de treinta 

días, contados desde la formalización del contrato. 

 El órgano de contratación resolverá sobre el programa de trabajo dentro de los quince 

días siguientes a su presentación, pudiendo imponer la introducción de modificaciones o el 

cumplimiento de determinadas prescripciones, siempre que no contravengan las cláusulas 

del contrato. 

 Cuando se modifiquen las condiciones contractuales, el contratista estará obligado a 

la a la actualización y puesta al día de este Programa siguiendo las instrucciones que, a estos 

efectos, reciba. 
 

46 Modificación del contrato. 

En lo concerniente a su régimen se estará a lo dispuesto en los artículos 190,191, 203 

a 207 de la LCSP 2017 y, en los artículos 97 y 102 del RGLCAP. 

46.1 Modificaciones previstas. Respecto a las modificaciones previstas en el presente 

pliego, el órgano de contratación podrá acordar, una vez perfeccionado el contrato y por 

razones de interés público, modificaciones en el contrato en base al procedimiento, las 

circunstancias y con el alcance, límites y porcentaje máximo al que como máximo puede 

afectar que se reseñan en el apartado 18 del Cuadro Resumen de Características del 

Contrato. Estas modificaciones no podrán afectar a las condiciones esenciales del 

contrato, ni alterar la naturaleza global del contrato inicial. En todo caso, se entenderá que 

se altera esta si se sustituyen los suministros que se van a adquirir por otros diferentes o 

se modifica el tipo de contrato. Las modificaciones del contrato deberán formalizarse. 

Es causa de modificación del contrato la orden de la Autoridad responsable para 

adoptar medidas correctoras en materia de etiquetado verde y etiquetado digital y los 

mecanismos establecidos para su control, así como al preceptivo cumplimiento de las 

obligaciones asumidas por la aplicación del principio de no causar un daño significativo 

y las consecuencias en caso de incumplimiento. 

 

El procedimiento a seguir para la modificación prevista del contrato será el 

siguiente: 

1º Propuesta de modificación en la que se acompañarán los documentos que 

justifiquen que la misma se integra dentro de los supuestos, condiciones y demás 

requisitos previstos en este apartado, siendo necesario su descripción. 

2º Informe del servicio competente en el plazo de 5 días hábiles 

3º Audiencia al contratista por un plazo de 5 días hábiles. 

4º Informe del Servicio Jurídico en el plazo de 5 días hábiles. 

5º Informe del Consejo Consultivo de Andalucía cuando la cuantía de la modificación 

sea igual o superior a 600.000 de euros o cuando exceda del 20% del precio del 

contrato, independientemente de su importe 
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6º Fiscalización, en su caso, del gasto correspondiente, por la Oficina de control 

interno en el plazo de 5 días hábiles. 

7º Resolución del órgano de contratación aprobando la modificación. 

8º Notificación al contratista. 

9º Reajuste de la garantía en el plazo de 15 días naturales desde la fecha en la que se 

notifique al empresario el acuerdo de modificación, cuando como consecuencia 

de la modificación del contrato experimente variación el precio del mismo. 

10º Formalización de la modificación en documento administrativo. 

11º Publicación en el perfil del contratante del anuncio de la modificación.  

 

46.2 Modificaciones no previstas. En lo que se refiere a las modificaciones no previstas 

en el presente pliego se estará a lo previsto en el artículo 205 de la LCSP 2017. En estos 

supuestos antes de proceder a la modificación del contrato, deberá darse audiencia al 

redactor de las especificaciones técnicas, si estos se hubiesen preparado por un tercero 

ajeno al órgano de contratación en virtud de un contrato de servicios, para que, en un 

plazo no inferior a tres días, formule las consideraciones que tenga por conveniente. 

Los supuestos que eventualmente podrían justificar una modificación no prevista, 

siempre y cuando esta cumpla todos los requisitos recogidos en el apartado primero de 

artículo 205 de la LCSP 2017, son los siguientes: 

a) Cuando deviniera necesario añadir obras, suministros o servicios adicionales a los 

inicialmente contratados, siempre y cuando se den los dos requisitos siguientes: 

1. Que el cambio de contratista no fuera posible por razones de tipo económico o 

técnico, por ejemplo que obligara al órgano de contratación a adquirir suministros 

con características técnicas diferentes a los inicialmente contratados, cuando estas 

diferencias den lugar a incompatibilidades o a dificultades técnicas de uso o de 

mantenimiento que resulten desproporcionadas; y, asimismo, que el cambio de 

contratista generara inconvenientes significativos o un aumento sustancial de 

costes para el órgano de contratación. En ningún caso se considerará un 

inconveniente significativo la necesidad de celebrar una nueva licitación para 

permitir el cambio de contratista. 

2. Que la modificación del contrato implique una alteración en su cuantía que no 

exceda, aislada o conjuntamente con otras modificaciones acordadas conforme a 

este artículo, del 50 por ciento de su precio inicial, IVA excluido. 

b) Cuando la necesidad de modificar un contrato vigente se derive de circunstancias 

sobrevenidas y que fueran imprevisibles en el momento en que tuvo lugar la licitación del 

contrato, siempre y cuando se cumplan las tres condiciones siguientes: 

1. Que la necesidad de la modificación se derive de circunstancias que una 

Administración diligente no hubiera podido prever. 

2. Que la modificación no altere la naturaleza global del contrato. 

3. Que la modificación del contrato implique una alteración en su cuantía que no 

exceda, aislada o conjuntamente con otras modificaciones acordadas conforme a 

este artículo, del 50 por ciento de su precio inicial, IVA excluido. 

c) Cuando las modificaciones no sean sustanciales. En este caso se tendrá que justificar 

especialmente la necesidad de las mismas, indicando las razones por las que esas 

prestaciones no se incluyeron en el contrato inicial. Una modificación de un contrato 

se considerará sustancial cuando tenga como resultado un contrato de naturaleza 

materialmente diferente al celebrado en un principio. En cualquier caso, una 

modificación se considerará sustancial cuando se cumpla una o varias de las 

condiciones siguientes: 
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1. Que la modificación introduzca condiciones que, de haber figurado en el 

procedimiento de contratación inicial, habrían permitido la selección de 

candidatos distintos de los seleccionados inicialmente o la aceptación de una 

oferta distinta a la aceptada inicialmente o habrían atraído a más participantes en 

el procedimiento de contratación. 

2. Que la modificación altere el equilibrio económico del contrato en beneficio del 

contratista de una manera que no estaba prevista en el contrato inicial. 

3. Que la modificación amplíe de forma importante el ámbito del contrato. En todo 

caso se considerará que se da el supuesto previsto en el párrafo anterior cuando: 

1º El valor de la modificación suponga una alteración en la cuantía del 

contrato que exceda, aislada o conjuntamente, del 10 por ciento, IVA 

excluido, del contrato, o bien que supere el umbral señalado en el artículos 

23 para estar sujeto a la regulación armonizada. 

2º Los suministros objeto de modificación se hallen dentro del ámbito de otro 

contrato, actual o futuro, siempre que se haya iniciado la tramitación del 

expediente de contratación. 

46.3 Formalización y publicación de las modificaciones. . Las modificaciones del 

contrato deberán formalizarse y asimismo, con independencia de si este está o no sujeto 

a regulación armonizada y de la causa que justifique la modificación, deberá publicarse 

en todo caso un anuncio de modificación en el perfil de contratante del órgano de 

contratación en el plazo de 5 días desde la aprobación de la misma que deberá ir 

acompañado de las alegaciones del contratista y de todos los informes que, en su caso, se 

hubieran recabado con carácter previo a su aprobación, incluidos aquellos aportados por 

el adjudicatario o los emitidos por el propio órgano de contratación 

Asimismo, los órganos de contratación que hubieren modificado un contrato 

durante su vigencia, con independencia de si este está o no sujeto a regulación armonizada 

y de la causa que justifique la modificación, deberán publicar en todo caso un anuncio de 

modificación en el perfil de contratante del órgano de contratación en el plazo de 5 días 

desde la aprobación de la misma. 

46.4 Obligatoriedad de la modificación. En los supuestos de modificación del contrato 

recogidas en el artículo 205 (modificaciones no previstas), las modificaciones acordadas 

por el órgano de contratación serán obligatorias para los contratistas cuando impliquen, 

aislada o conjuntamente, una alteración en su cuantía que no exceda del 20 por ciento del 

precio inicial del contrato, IVA excluido. Cuando de acuerdo con lo dispuesto en el 

apartado anterior la modificación no resulte obligatoria para el contratista, la misma solo 

será acordada por el órgano de contratación previa conformidad por escrito del mismo, 

resolviéndose el contrato, en caso contrario, artículo 206 de la LCSP 2017. 

 Cuando como señala el artículo 301 de la LCSP 2017 en el contrato de suministros 

la determinación del precio se realice mediante precios unitarios, se podrá incrementar el 

número de unidades a suministrar hasta el porcentaje del 10% del precio del contrato, a 

que se refiere el artículo 205.2.c).3.º de la LCSP 2017, sin que sea preciso tramitar el 

correspondiente expediente de modificación, siempre que así se haya establecido en el 

apartado 18 del Cuadro de Características del Contrato y se haya acreditado la 

correspondiente financiación en el expediente originario del contrato. 

 

47 Suspensión del contrato. 

Si la Universidad de Granada acuerda la suspensión del contrato o la misma tiene 

lugar a instancia del contratista por la demora en el pago superior a cuatro meses (artículo 

198.5 de la LCSP 2017), se extenderá un acta, de oficio o a solicitud del contratista, en la 

que se consignarán las circunstancias que la han motivado y la situación de hecho en la 
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ejecución de aquél. El acta de suspensión será firmada por un representante del órgano de 

contratación y el contratista y deberá levantarse en el plazo máximo de dos días hábiles, 

contados desde el día siguiente a aquel en el que se acuerde la suspensión 

Acordada la suspensión, la Universidad de Granada abonará al contratista los daños 

y perjuicios efectivamente sufridos por este con sujeción a las siguientes reglas: 

Salvo que en el apartado 19 del Cuadro Resumen de Características del Contrato se 

disponga otra cosa, dicho abono solo comprenderá, siempre que en los puntos 1.º a 4.º se 

acredite fehacientemente su realidad, efectividad e importe, los siguientes conceptos: 

1º. Gastos por mantenimiento de la garantía definitiva. 

2º. Indemnizaciones por extinción o suspensión de los contratos de trabajo que el 

contratista tuviera concertados para la ejecución del contrato al tiempo de iniciarse 

la suspensión. 

3º. Gastos salariales del personal que necesariamente deba quedar adscrito al contrato 

durante el período de suspensión 

4º. Alquileres o costes de mantenimiento de maquinaria, instalaciones y equipos 

siempre que el contratista acredite que estos medios no pudieron ser empleados 

para otros fines distintos de la ejecución del contrato suspendido. 

5º. Un 3 por 100 del precio de las prestaciones que debiera haber ejecutado el 

contratista durante el período de suspensión, conforme a lo previsto en el 

programa de trabajo o en el propio contrato. 

6º. Los gastos correspondientes a las pólizas de seguro suscritas por el contratista 

previstas en el pliego y vinculados al objeto del contrato. 

Solo se indemnizarán los períodos de suspensión que estuvieran documentados en la 

correspondiente acta. El contratista podrá pedir que se extienda dicha acta. Si la 

Administración no responde a esta solicitud se entenderá, salvo prueba en contrario, que 

se ha iniciado la suspensión en la fecha señalada por el contratista en su solicitud. 

El derecho a reclamar prescribe en un año contado desde que el contratista reciba la 

orden de reanudar la ejecución del contrato. 

 

III. Extinción del contrato. 

 

48 Cumplimiento del contrato, gastos de entrega y recepción del contrato. 

 El contrato se entenderá cumplido por el contratista cuando éste haya realizado, de 

acuerdo con los términos del mismo y a satisfacción de la Administración, la totalidad de la 

prestación. 

 En todo caso, su constatación exigirá por parte de la Universidad de Granada un acto 

formal y positivo de recepción o conformidad dentro del mes siguiente a la entrega o 

realización del objeto del contrato o en el plazo que se determine en el apartado 28 del 

Cuadro Resumen de Características por razón de sus características. A la Oficina de Control 

Interno le será comunicado  por el Servicio de Contratación y Gestión Patrimonial, cuando 

ello sea preceptivo, la fecha y lugar del acto, para su eventual asistencia en ejercicio de sus 

funciones de comprobación de la inversión. 

 De acuerdo con  las Bases de ejecución del Presupuesto de la Universidad de Granda, 

deberá suscribirse acta de recepción preceptivamente en los contratos de cuantía igual o 

superior a 100.000 euros. En los contratos que tengan un importe inferior a los establecidos 

en el apartado anterior, el acta de recepción será sustituida mediante certificación suscrita 

por el Responsable del Centro de Gasto y el Administrador del Centro correspondiente, salvo 

que se estime conveniente su exigencia. 
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 Si los bienes no se hayan en estado de ser recibidos se hará constar así en el acta de 

recepción y se darán las instrucciones precisas al contratista para que subsane los defectos 

observados o proceda a un nuevo suministro de conformidad con lo pactado. 

 

49 Plazo de garantía, vicios y defectos.  

 El plazo mínimo de garantía será de un año a contar de la fecha de recepción o 

conformidad, transcurrido el cual sin objeciones por parte de la Universidad de Granada 

quedará extinguida la responsabilidad del contratista, salvo los supuestos en que se 

establezca otro plazo en el apartado 8 del Cuadro Resumen de Características. Los 

ofertantes podrán ampliar este plazo, que comenzará a contarse desde la fecha de la 

recepción o conformidad, ya sea total o parcial, que se consignará en el contrato. No 

obstante, atendidas las circunstancias concurrentes en el contrato, el órgano de contratación 

podrá eximir al adjudicatario de la obligación de constituir garantía definitiva, lo cual deberá 

justificarse debidamente en el apartado 8 del Cuadro Resumen de Características, 

especialmente en el caso de suministros de bienes consumibles cuya entrega y recepción 

deba efectuarse antes del pago del precio.  

 Si durante el plazo de garantía se acreditase la existencia de vicios o defectos en los 

bienes suministrados, tendrá derecho la Administración a reclamar al contratista la 

reposición de los que resulten inadecuados o la reparación de los mismos si fuese 

suficiente. 

 Si la Universidad estimase, durante el plazo de garantía, que los bienes no son aptos 

para el fin pretendido, como consecuencia de los vicios o defectos observados en ellos e 

imputables al contratista y exista la presunción de que la reposición o reparación de dichos 

bienes no serán bastantes para lograr aquel fin, podrá, antes de expirar dicho plazo, rechazar 

los bienes dejándolos de cuenta del contratista y quedando exenta de la obligación de pago 

o teniendo derecho, en su caso, a la recuperación del precio satisfecho. 

 Terminado el plazo de garantía sin que la Universidad haya formalizado alguno de los 

reparos o la denuncia anteriormente enumerados, el contratista quedará exento de 

responsabilidad por razón de los bienes suministrados. 

 El contratista tendrá derecho a conocer y ser oído sobre la aplicación de los bienes 

suministrados. 

 

50 Devolución de garantía y liquidación del contrato. 

 La garantía no será devuelta o cancelada hasta que se haya producido el vencimiento 

del plazo de garantía y cumplido satisfactoriamente el contrato, o hasta que se declare la 

resolución de este sin culpa del contratista. 

 Aprobada la liquidación del contrato y transcurrido el plazo de garantía, si no 

resultaren responsabilidades se devolverá la garantía constituida o se cancelará el aval o 

seguro de caución. 

 El acuerdo de devolución deberá adoptarse y notificarse al interesado en el plazo de 

dos meses desde la finalización del plazo de garantía. Transcurrido el mismo, la 

Administración deberá abonar al contratista la cantidad adeudada incrementada con el 

interés legal del dinero correspondiente al período transcurrido desde el vencimiento del 

citado plazo hasta la fecha de la devolución de la garantía, si ésta no se hubiera hecho efectiva 

por causa imputable a la Universidad de Granada. 

 En el supuesto de recepción parcial sólo podrá el contratista solicitar la devolución o 

cancelación de la parte proporcional de la garantía cuando así se autorice expresamente en 

el pliego de cláusulas administrativas particulares. 
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 En los casos de cesión de contratos no se procederá a la devolución o cancelación de 

la garantía prestada por el cedente hasta que se halle formalmente constituida la del 

cesionario. 

 Transcurrido un año desde la fecha de terminación del contrato, y vencido el plazo de 

garantía, sin que la recepción formal y la liquidación hubiesen tenido lugar por causas no 

imputables al contratista, se procederá, sin más demora, a la devolución o cancelación de las 

garantías una vez depuradas las responsabilidades a que se refiere el artículo 110 de la LCSP 

2017. 

 Cuando el valor estimado del contrato sea inferior  a 100.000 euros o cuando las 

empresas licitadoras reúnan los requisitos de pequeña o mediana empresa, y no estén 

controladas directa o indirectamente por otra empresa que no cumpla tales requisitos, el 

plazo se reducirá a seis meses. 

 

51 Resolución del contrato.  

 Son causas de resolución del contrato, además de las previstas en los artículos 211 y 

306 de la LCSP, las establecidas en el apartado 24 del Cuadro Resumen de Características.  

 Las causas de resolución del contrato de suministro las previstas en el artículos 211 de 

la LCSP, son: 

a) La muerte o incapacidad sobrevenida del contratista individual o la extinción de la 

personalidad jurídica de la sociedad contratista, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 

98 relativo a la sucesión del contratista. 

b) La declaración de concurso o la declaración de insolvencia en cualquier otro 

procedimiento. 

c) El mutuo acuerdo entre la Administración y el contratista. 

d) La demora en el cumplimiento de los plazos por parte del contratista. En todo caso el 

retraso injustificado sobre el plan de trabajos establecido en el pliego o en el contrato, en 

cualquier actividad, por un plazo superior a un tercio del plazo de duración inicial del 

contrato, incluidas las posibles prórrogas.  Cuando este incumplimiento ponga en riesgo 

el cumplir los hitos y objetivos y los mecanismos establecidos para su control en las 

medidas, el proyecto, subproyecto o actuación del PRTR. 

e) La demora en el pago por parte de la Administración por plazo superior a ocho meses. 

f) El incumplimiento de la obligación principal del contrato. Serán, asimismo causas de 

resolución del contrato, el incumplimiento de las restantes obligaciones esenciales 

siempre que estas últimas hubiesen sido calificadas como tales en el apartado 20 del 

Cuadro Resumen de Características, cuando concurran los dos requisitos siguientes:1.º 

Que las mismas respeten los límites que el apartado 1 del artículo 34 establece para la 

libertad de pactos. 2.º Que figuren enumeradas de manera precisa, en el apartado 20 del 

Cuadro Resumen de Características, no siendo admisibles cláusulas de tipo general. 

g) La imposibilidad de ejecutar la prestación en los términos inicialmente pactados, cuando 

no sea posible modificar el contrato conforme a los artículos 204 y 205; o cuando 

dándose las circunstancias establecidas en el artículo 205, las modificaciones impliquen, 

aislada o conjuntamente, alteraciones del precio del mismo, en cuantía superior, en más 

o en menos, al 20 por ciento del precio inicial del contrato, con exclusión del Impuesto 

sobre el Valor Añadido. 

h) Las que se señalen específicamente para cada categoría de contrato en esta LCSP. 

i) El impago, durante la ejecución del contrato, de los salarios por parte del contratista a 

los trabajadores que estuvieran participando en la misma, o el incumplimiento de las 

condiciones establecidas en los Convenios colectivos en vigor para estos trabajadores 

también durante la ejecución del contrato. 
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j) El incumplimiento de lo declarado en la DACI durante la ejecución del contrato será 

causa de resolución del contrato. 

k) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el Plan de medidas antifraude de 

la Universidad de Granada 

l) El incumplimiento reiterado de las obligaciones que respecto a los principios 

transversales aplicables del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 

 

Son también causas de resolución del contrato de suministro, además de las anteriores, 

las siguientes: 

a) El desistimiento antes de la iniciación del suministro o la suspensión de la iniciación del 

suministro por causa imputable a la Universidad de Granada plazo superior a cuatro 

meses a partir de la fecha señalada en el contrato para la entrega. 

b) El desistimiento una vez iniciada la ejecución del suministro o la suspensión del 

suministro por un plazo superior a ocho meses acordada por la Administración, salvo 

que en el Cuadro Resumen de Características se señale otro menor 

 En los casos en que concurran diversas causas de resolución del contrato con 

diferentes efectos en cuanto a las consecuencias económicas de la extinción, deberá 

atenderse a la que haya aparecido con prioridad en el tiempo.  

 Para la aplicación de las causas de resolución se estará a lo dispuesto en el artículo 212 

de la LCSP. 

  La resolución del contrato se acordará por el órgano de contratación, de oficio o a 

instancia del contratista, en su caso, siguiendo el procedimiento, en el que deberá darse 

audiencia al contratista, cuando se formule oposición del mismo será preceptivo el informe 

del Consejo Consultivo de Andalucía. Los expedientes de resolución contractual deberán 

ser instruidos y resueltos en el plazo máximo de ocho meses. Los acuerdos que adopte el 

órgano de contratación pondrán fin a la vía administrativa y serán inmediatamente 

ejecutivos. 

La causa a que se refiere la letra i) del apartado anterior, sobre impago de salarios a 

los trabajadores del contratista que participan en el contrato, solo se acordará, con carácter 

general, a instancia de los representantes de los trabajadores en la empresa contratista; 

excepto cuando los trabajadores afectados por el impago de salarios sean trabajadores en los 

que procediera la subrogación de conformidad con el artículo 130 y el importe de los salarios 

adeudados por la empresa contratista supere el 5 por ciento del precio de adjudicación del 

contrato, en cuyo caso la resolución podrá ser acordada directamente por el órgano de 

contratación de oficio. 

La declaración de insolvencia en cualquier procedimiento y las modificaciones del 

contrato en los casos en que no se den las circunstancias establecidas en los artículos 204 y 

205, darán siempre lugar a la resolución del contrato. Siendo potestativa para la 

Administración y para el contratista las restantes modificaciones no previstas en el contrato 

cuando impliquen, aislada o conjuntamente, una alteración en cuantía que exceda del 20 por 

ciento del precio inicial del contrato, IVA excluido. 

En los restantes casos, la resolución podrá instarse por aquella parte a la que no le 

sea imputable la circunstancia que diera lugar a la misma. 

Cuando la causa de resolución sea la muerte o incapacidad sobrevenida del 

contratista individual la Administración podrá acordar la continuación del contrato con sus 

herederos o sucesores. 

La resolución por mutuo acuerdo solo podrá tener lugar cuando no concurra otra 

causa de resolución que sea imputable al contratista, y siempre que razones de interés 

público hagan innecesaria o inconveniente la permanencia del contrato. 
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En caso de declaración en concurso la Administración potestativamente continuará 

el contrato si razones de interés público así lo aconsejan, siempre y cuando el contratista 

prestare las garantías adicionales suficientes para su ejecución. 

El incumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato por parte de la 

Administración originará la resolución de aquel solo en los casos previstos en esta Ley. 

La resolución del contrato dará lugar a la recíproca devolución de los bienes y del 

importe de los pagos realizados, y, cuando no fuera posible o conveniente para la 

Universidad de Granada, habrá de abonar está el precio de los efectivamente entregados y 

recibidos de conformidad. 

 

En cuanto a los efectos de la resolución se estará a lo previsto en los artículos 213 y 307 de 

la LCSP,. 

 Cuando la resolución se produzca por mutuo acuerdo, los derechos de las partes se 

acomodarán a lo válidamente estipulado por ellas. 

 El incumplimiento por parte de la Administración de las obligaciones del contrato 

determinará para aquella, con carácter general, el pago de los daños y perjuicios que por tal 

causa se irroguen al contratista. 

 Cuando el contrato se resuelva por incumplimiento culpable del contratista le será 

incautada la garantía y deberá, además, indemnizar a la Administración los daños y 

perjuicios ocasionados en lo que excedan del importe de la garantía incautada, previa 

audiencia del contratista. 

 Cuando la resolución se acuerde por las causas recogidas en la letra g) del artículo 211, 

el contratista tendrá derecho a una indemnización del 3 por ciento del importe de la 

prestación dejada de realizar, salvo que la causa sea imputable al contratista o este rechace 

la modificación contractual propuesta por la Administración al amparo del artículo 205. 

 En todo caso el acuerdo de resolución contendrá pronunciamiento expreso acerca de 

la procedencia o no de la pérdida, devolución o cancelación de la garantía que, en su caso, 

hubiese sido constituida. 

 Al tiempo de incoarse el expediente administrativo de resolución del contrato por las 

causas establecidas en las letras b), d), f) y g) del apartado 1 del artículo 211, podrá iniciarse 

el procedimiento para la adjudicación del nuevo contrato, si bien la adjudicación de este 

quedará condicionada a la terminación del expediente de resolución. Se aplicará la 

tramitación de urgencia a ambos procedimientos. 

 Hasta que se formalice el nuevo contrato, el contratista quedará obligado, en la forma 

y con el alcance que determine el órgano de contratación, a adoptar las medidas necesarias 

por razones de seguridad, o indispensables para evitar un grave trastorno al servicio público 

o la ruina de lo construido o fabricado. A falta de acuerdo, la retribución del contratista se 

fijará a instancia de este por el órgano de contratación, una vez concluidos los trabajos y 

tomando como referencia los precios que sirvieron de base para la celebración del contrato. 

El contratista podrá impugnar esta decisión ante el órgano de contratación que deberá 

resolver lo que proceda en el plazo de quince días hábiles. 

 Cuando el contratista no pueda garantizar las medidas indispensables establecidas en 

el párrafo anterior, la Administración podrá intervenir garantizando la realización de dichas 

medidas bien con sus propios medios, bien a través de un contrato con un tercero. 

 Cuando se produzca desistimiento antes de la iniciación del suministro o la suspensión 

de la iniciación del suministro por causa imputable a la Universidad de Granada por plazo 

superior a cuatro meses, solo tendrá derecho el contratista a percibir, por todos los conceptos, 

una indemnización del 3 por ciento del precio de la adjudicación del contrato, IVA excluido. 

 Cuando se produzca el desistimiento una vez iniciada la ejecución del suministro o la 

suspensión del suministro por un plazo superior a ocho meses el contratista tendrá derecho 
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a percibir, por todos los conceptos, el 6 por ciento del precio de adjudicación del contrato de 

los suministros dejados de realizar en concepto de beneficio industrial, IVA excluido, 

entendiéndose por suministros dejados de realizar los que resulten de la diferencia entre los 

reflejados en el contrato primitivo y sus modificaciones aprobadas, y los que hasta la fecha 

de notificación del desistimiento o de la suspensión se hubieran realizado. 

 

IV Prerrogativas de la administración, jurisdicción y recursos. 

 

52 Prerrogativas de la administración. 

 Dentro de los límites y con sujeción a los requisitos y efectos señalados en la LCSP 

2017, el órgano de contratación ostenta la prerrogativa de interpretar los contratos 

administrativos, resolver las dudas que ofrezca su cumplimiento, modificarlos por razones 

de interés público, declarar la responsabilidad imputable al contratista a raíz de la ejecución 

del contrato, suspender la ejecución del mismo, acordar su resolución y determinar los 

efectos de esta. 

 En los procedimientos que se instruyan para la adopción de acuerdos relativos a las 

prerrogativas señaladas, deberá darse audiencia al contratista. 

 No obstante lo anterior, será preceptivo el dictamen del Consejo Consultivo de 

Andalucía en los casos de: 

a) Interpretación, nulidad y resolución, cuando se formule oposición por parte del contratista. 

b) Modificaciones del contrato, cuando no estuvieran previstas en el pliego de cláusulas 

administrativas particulares y su cuantía, aislada o conjuntamente, sea superior a un 20 por 

ciento del precio inicial del contrato, IVA excluido. 

c) Reclamaciones dirigidas a la Administración con fundamento en la responsabilidad 

contractual en que esta pudiera haber incurrido, en los casos en que las indemnizaciones 

reclamadas sean de cuantía igual o superior a 50.000 euros. 

 Los acuerdos que adopte el órgano de contratación pondrán fin a la vía administrativa 

y serán inmediatamente ejecutivos. 

 Las cuestiones litigiosas surgidas sobre la interpretación, modificación y resolución 

del contrato, y efectos de ésta, serán resueltas por el órgano de contratación, cuyos acuerdos 

pondrán fin a la vía administrativa, y serán inmediatamente ejecutivos, pudiendo ser 

recurridos potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los dictó, o ser 

impugnado mediante recurso contencioso-administrativo, conforme a lo dispuesto en la Ley 

reguladora de dicha Jurisdicción.  

 

53 Jurisdicción competente. 

 

 Las cuestiones litigiosas relativas a la preparación, adjudicación, efectos, 

cumplimiento y extinción de los contratos administrativos serán competencia del orden 

jurisdiccional contencioso-administrativo. 

 Serán competencia también del orden jurisdiccional contencioso-administrativo las 

cuestiones relativas a los recursos interpuestos contra las resoluciones que se dicten por los 

órganos administrativos de resolución de los recursos especial en materia de contratación 

previstos en el artículo 44 de la LCSP 2017, y  a las cuestiones que se susciten en relación 

con la preparación, adjudicación y modificación de los contratos subvencionados a que se 

refiere el artículo 23 de la LCSP 2017. 

 

54 Recurso especial en materia de contratación.  
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 Con anterioridad a la interposición del recurso contencioso administrativo, y cuando 

el valor estimado supere los cien mil euros, podrá interponerse el recurso especial en materia 

de contratación regulado en el artículo 44 de la LCSP 2017, conforme a los plazos, requisitos 

y efectos señalados en los artículos 44 a 60 de la LCSP 2017. El plazo de interposición del 

recurso especial en materia de contratación, cuando proceda, será de diez días naturales y se 

computará en la forma establecida en el artículo 50.1 de la LCSP 2017, de 8 de noviembre 

según lo dispuesto en el artículo 58 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por 

el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y 

para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, la Orden 

 

 Se podrá interponer recurso contencioso-administrativo, ante el Juzgados de lo 

Contencioso-administrativo de Granada, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 29/1998, de 

13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. No obstante, el 

interesado podrá optar por interponer recurso de reposición ante el Órgano de Contratación 

en cuyo caso no cabrá interponer el recurso contencioso-administrativo anteriormente 

citado, en tanto no recaiga resolución expresa o presunta del recurso de reposición, de 

conformidad con lo establecido en los arts. 123 y siguientes de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, sin 

perjuicio de que el interesado pueda ejercitar cualquier otro recurso que estime procedente. 
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